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DECRETO NÚMERO DE 2022 

Por el cual se adiciona el Capítulo 6 al Título 9 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 

Único Reglamentario del Sector Trabajo 1072 de 2015, y se adopta la Política 


Pública de los Vendedores Informales 


EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, y en particular las 
contenidas en el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política y el artículo 5 de 

la Ley 1988 de 2019, y 

CONSIDERANDO: 

Que, el artículo 2 de la Constitución Política establece que son fines esenciales del 
Estado: "servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar 
la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación (. ..)". 

Que, de conformidad con el artículo 25 constitucional, el trabajo es un' derecho y una 
obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado. 

Que, conforme lo establece el artículo 26 de la Constitución Política, U(. ..) toda persona 
es libre de escoger profesión u oficio. (.. .) Las ocupaciones, artes y oficios que no exijan 
formación académica son de libre ejercicio, salvo aquellas que impliquen un riesgo social 
(. ..)". 

Que el artículo 82 de la Carta Política, señala que es deber del Estado velar por la 
protección de la integridad del espacio público y por su destinación al uso común, el cual 
prevalece sobre el interés particular. Así mismo, precisa que las entidades públicas 
participarán en la plusvalía que genere su acción urbanística y regularán la utilización del 
suelo y del espacio aéreo urbano en defensa del interés común. 

Que el Estado tiene el deber constitucional de velar tanto por los derechos a la dignidad 
humana, al trabajo y mínimo vital de los vendedores informales, así como, por el interés 
general, que se concreta en el deber de conservar y preservar el espacio público, pues 
como lo ha dicho la Corte Constitucional en la Sentencia T -243 de 2019, "la resolución de 
la anterior controversia constitucional no se resuelve a partir de jerarquización de 
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principios, sino, por el contrario, a partir de un ejercicio de armonización y ponderación 
entre estos dos principios constitucionales". 

Que, como lo precisa la Sentencia T-510 de 2016, el derecho al mlnlmo vital o 
subsistencia, se desprende de la aplicación de tratados internacionales y los derechos a 
la vida, la dignidad, la igualdad, el trabajo y la seguridad social. Este derecho, busca las 
garantías de unas condiciones materiales mínimas, sin las cuales las personas no 
pueden asegurar autónomamente su subsistencia. 

Que, como lo indica la Sentencia T-607 de 2017, para el caso de los vendedores 
informales, la jurisprudencia constitucional protege el derecho al mínimo vital de esta 
población, lo que supone que las autoridades deberán crear una política de recuperación 
del espacio público proporcional y razonable, que integre alternativas de reubicación 
adecuadas. . 

Que según la Sentencia T-243 de 2019 para el caso de los vendedores informales, la 
jurisprudencia constitucional ha reconocido que se trata de un grupo de especial 
protección, por cuanto se encuentran en especial vulnerabilidad y debilidad por sus 
condiciones de pobreza o precariedad económica. 

Que, en virtud de lo anterior, se expidió la Ley 1988 de 2019 "Por la cual se establecen 
los lineamientos, para la formulación, implementación y evaluación de una política pública 
de los vendedores informales y se dictan otras disposiciones", con el fin de garantizar los 
derechos a la dignidad humana, al mínimo vital, al trabajo y a la convivencia en el espacio 
público. 

Que en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley 1988 de 2019, el Ministerio 
de Trabajo expidió la Resolución 1213 de 2020, la cual reglamenta los plazos y la 
metodología para la elaboración de la política pública de vendedores informales de que 
trata la Ley 1988 de 2019. 

Que, en atención a lo dispuesto en los artículos 2 y 3 de la Resolución 1213 de 2020, se 
aplicó la metodología definida en el anexo 1 de la precitada norma, agotando las fases 1 
- alistamiento institucional; 2 - elaboración de la agendá pública y con la expe;dicióndel 
presente Decreto se concluiría la fase 3 - formulación y reglamentación. 

Que durante las fases 1, 2 Y 3 se generaron diferentes modelos de análisis de información 
secundaria, instrumentos y estrategias de participación conducentes a recibir y analizar 
los aportes de: a) las entidades de nivel nacional, departamental, distrital y municipal; b) 
las organizaciones de vendedores informales; c) los entes de control y, d) la academia. 
Estos insumos fueron la base para la construcción de la Política Pública de los 
Vendedores Informales objeto de adopción en el presente Decreto. 

Que dentro de las estrategias trazadas para cada uno de los ejes de política, en el marco 
de los objetivos planteados, se identifica el liderazgo de las distintas entidades del orden 
nacional, departamental y municipal, como actores indispensables para reducir la 
informalidad laboral en la población dedicada a las ventas informales en espacio público, 
disminuir la incidencia de conflictividad por el uso y la convivencia en el espacio público 
y aumentar el impacto de programas dirigidos a los vendedores informales. 

" 

.~. 
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Que en cumplimiento de lo previsto en los artículos 3 y 8 de la Ley 1437 de 2011 y de lo 
dispuesto en el artículo 2.1.2.3.1 del Decreto Único Reglamentario del Sector de la 
Presidencia de la República 1 081 de 2015, el proyecto de Decreto fue publicado en la 
página web del Ministerio del Trabajo. 

Que el presente decreto se expide con fundamento en la potestad reglamentaria del 
Presidente de la República, razón por la cual, deberá quedar compilada en el Decreto 
1072 de 2015, en los términos que a continuación se señalan. 

En mérito de lo expuesto, 

DECRETA: 
, , 

Artículo 1. Adición de un Capítulo al Decreto Único Reglamentario del Sector 
Trabajo 1072 de 2015. Adiciónese el Capítulo 6 al Título 9 de la Parte 2 del Libro 2 del 
Decreto Único Reglamentario del Sector Trabajo 1072 de 2015, el cual quedará así:, 

"CAPíTULO 6 

pOlíTICA PÚBLICA DE lOS VENDEDORES INFORMALES 

Artículo 2.2.9.6.1. Objeto. El presente Capitulo tiene por objeto adoptar la Política 
Publica de Vendedores Informales, con el fin de garantizar los derechos a la dignidad 
humana, al mínimo vital, al trabajo ya la convivencia en el espacio público. 

La política pública para los vendedores informales tiene como finalidad esencial, ser una 
herramienta para el desarrollo de soluciones a la situación de precariedad de este sector 
y apunta a ampliar las capacidades y oportunidades de las personas hacia condiciones 
de igualdad y equidad, disminuyendo los niveles de pobreza y desigualdad. rviajorar las 
condiciones para la inclusión de la población trabajadora informal en el aprovechamiento 
del espacio público, y reconociendo la necesidad de conciliar dos derechos 
fundamentales en constante conflicto, por un lado, el derecho al trabajo y al mínimo vital, 
y por otro, el derecho al gozo del espacio público. 

Artículo 2.2.9.6.2. Ámbito de Aplicación. La Política Pública que aquí se adopta está 
dirigida a todos los vendedores informales, organizaciones de vendedores informales del 
territorio nacional, a las entidades del orden nacional y territorial, y los demás actores 
interesados en garantizar los derechos de los vendedores informales a la dignidad 
humana, al mínimo vital, al trabajo y a la convivencia en el espacio público. 

Artículo 2.2.9.6.3. Política Pública de los Vendedores Informales. Adóptese la Política 
Pública de los Vendedores Informales, contenida en el Anexo Técnico número 4 del 
Decreto 1 072 de 2015." 
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Artículo 2. Vigencia. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su publicación, 
adiciona el Capítulo 6 al Título 9 de la Parte 2 del del Libro 2 del Decreto Único 
Reglamentario del Sector Trabajo 1072 de 2015. 

PUBLíQUESE y ClIMPLASE 

Dado en Bogotá D.C., a los 

MINISTRO DEL INTERIOR, • 

D~n.. .... NDRÉS PALACIOS MARTíNEZ ····1 

MINISTRO DEL TRABAJO, 




www.mininterior.gov.co www.mintrabajo.gov.co

2022

Anexo Técnico No. 4 del Decreto 1072 de 2015





Ministerio del Interior       Ministerio de Trabajo

3

Presidente de la República
Iván Duque Márquez

Vicepresidente de la República
Marta Lucía Ramírez

Ministro del Interior
Daniel Andrés Palacios Martínez

Ministro del Trabajo
Ángel Custodio Cabrera Báez

Directora del Departamento Nacional de Planeación
Alejandra Botero Barco



Ministerio del Interior       Ministerio de Trabajo

4

Publicado por el Gobierno de Colombia
Ministerio del Interior
Ministro
Daniel Andrés Palacios Martínez
Viceministro para la Participación e Igualdad de Derechos
Carlos Alberto Baena López
Jefe de la Oficina Asesora de Planeación
Edna Paola Najar Rodríguez
Dirección de Derechos Humanos
Alexander Jaimes Medina
Directora para la Democracia, Participación Ciudadana y 
Acción Comunal
Hilda Gutiérrez
Dirección de Asuntos Indígenas, Rrom y Minorías
Giovanna Alejandra Rey Anaya
Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, 
Raizales y Palenqueras
Judith Rosina Salazar Andrade
Equipo Técnico
Jhon Alexander Jiménez Triviño, Bibiana Tangarife Carvajal, Kristie 
Andrea Peñaloza Herrera María Gladys Valero Vivas, Nidia Duque, 
Karen Vega, Juan Carlos Sierra, Luis David Pulido, Julián Bedoya, 
Joseph Zevooluni, Maicol Andrés Quiroga Barrantes.

Ministerio del Trabajo
Ministro
Ángel Custodio Cabrera Báez
Viceministro de Empleo y Pensiones
Andrés Felipe Uribe Medina 
Directora de la Dirección de Generación y Protección del Empleo
y Subsidio Familiar 
Martha Liliana Agudelo Valencia
Subdirector de Formalización y Protección del Empleo
Diego Fernando Rubio
Equipo Técnico
Iván Horacio Felipe Zapata Cuervo, Carlos Enrique Noya Ballen, Mabel 
Ximena Castillo Quijano, Dayi Merlen Sedano González, María José 
Zapata Amaya, María Camila Soto Suárez.
 
Departamento Nacional de Planeación 
Directora 
Alejandra Botero Barco
Directora de Desarrollo Social 
Laura Milena Pabón 
Subdirector de Empleo y Seguridad  
Cesar Augusto Merchán Hernández  
Equipo Técnico 
Luis Alexander Rojas Guevara 

Diseño y diagramación: Héctor David Zamora Jaramillo
Enlace a la versión digital, al momento de la publicación:
Bogotá D.C., Colombia, 2022



Ministerio del Interior       Ministerio de Trabajo

5

Contenido
Introducción	 7
Marco De Referencia	 9
Antecedentes	 10
Marco Normativo	 17
Marco Conceptual	 30
Análisis del contexto	 34

Enfoques de la política pública de vendedores informales	 47
Derechos Humanos	 49
Poblacional – diferencial	 50
Momento del curso de vida	 50
Territorial	 51

Metodología para la formulación de la Política Pública	 53

Diagnóstico Situacional	 59
Resultados a partir de la información
de distritos y municipios.	 61
Resultados a partir de la información de organizaciones
y asociaciones de vendedores informales.	 63
Retos de la Política Pública	 64

Objetivos de la Política Pública	 67

Ejes, estrategias, líneas de acción y financiación	 69
Eje 1: Reducir la informalidad laboral en la población
dedicada a las ventas informales en espacio público	 71
Eje 2: Disminuir la incidencia de conflictividad
por el uso y la convivencia en el espacio público	 73
Eje 3: Aumentar el impacto de programas dirigidos
a los vendedores informales.	 76
Financiación	 78

Seguimiento y evaluación	 79

Referencias	 88
Normatividad	 90
Jurisprudencia	 91
Otros Recursos	 91

1. 
1.1. 
1.2. 
1.3. 
1.4. 

	
2. 

2.1. 
2.2.
2.3.
2.4. 

3. 

4. 
4.1.

4.2. 

4.3. 

5.

6. 
6.1.

6.2. 

6.3. 

6.4. 

7. 

8. 
8.1. 
8.2. 
8.3. 



Ministerio del Interior       Ministerio de Trabajo

6

Listado de tablas
Tabla 1. 

Tabla 2.  

Tabla 3. 
Tabla 4.

Listado de figuras 
Figura 1. 
Figura 2. 

Figura 3 
Figura 4. 
Figura 5. 
Figura 6.
Figura 7. 

Figura 8. 
Figura 9.

Figura 10.
Figura 11.
Figura 12.

Porcentaje de ocupados informales en las 13 ciudades 
y áreas metropolitanas entre 2017-2019.
Porcentaje de ocupados informales en las 23 ciudades 
y áreas metropolitanas entre 2017-2019. 
Avances en planes, programas y proyectos a nivel nacional
Tiempo de Implementación

Funciones Nación-Entes Territoriales.
Empleo no registrado y empleo asalariado formal 2003-
2012 en Argentina.
Enfoques en el ciclo de la política pública.
Fases del ciclo de política pública.
Elementos de la matriz de mapa de actores. 
Mapa general de actores.
Esquema explicativo de matriz para la identificación de 
actores.
Esquema de mapa de actores.
Instrumento para recolección de información de distritos 
municipios.
Árbol de Problemas.
Árbol de Objetivos.
Propósito, Ejes, Estrategias y Enfoques de la Política 
Pública.



Ministerio del Interior       Ministerio de Trabajo

7

Introducción
En Colombia, aproximadamen-
te el 75% de la población vive 
en centros urbanos, propor-
ción que se estima, aumenta-
rá al 85% en el año 2050. Esto 
significa que, en las próximas 
cuatro décadas, cerca de 20 
millones de personas, llegarán 
a las ciudades, generando una 
mayor demanda en términos 
de vivienda, transporte, servi-
cios públicos y sociales, y es-
pacio público efectivo (plazas, 
plazoletas y parques), e intro-
duciendo significativas presio-
nes sobre el mercado laboral 
urbano, tanto formal como    
informal.1

Esta realidad, sumada a la per-
sistente desigualdad en tér-
minos de distribución de in-
gresos, la alta incidencia de la 
informalidad que llega al 60.6% 
a nivel nacional en 20192  y el 
cuentapropismo, han conduci-
do a que muchas personas, da-
das sus condiciones de preca-
riedad laboral, vulnerabilidad 
social y económica, se vean 
obligadas a buscar su sustento 
y el de sus familias a través de 
las ventas informales en el es-
pacio público.

Este fenómeno que es obser-
vable en la mayoría de las ciu-
dades colombianas, ha creado 
importantes fricciones, entre 
el derecho al trabajo y al mí-
nimo vital y el carácter inalie-
nable, imprescriptible e inem-
bargable del espacio público. 
En ese sentido, es necesario 
considerar que el déficit cuan-
titativo de espacio público a 
nivel nacional alcanza el 70,6% 
en 2020 (DNP), y que existe una 
inequidad territorial en el acce-
so al espacio público evidente 

en aquellas zonas de las ciu-
dades ahora legalizadas, pero 
que tuvieron origen informal y 
que en su proceso de norma-
lización no lograron consoli-
dar aceptables estándares de 
espacio público. Allí, además 
de un claro déficit de Espacio 
Público Efectivo, el poco exis-
tente tampoco está distribuido 
uniformemente en el territorio, 
gran parte de esos espacios 
han sido ocupados y no está 
de manera real cumpliendo su 
objeto para uso, goce y disfrute 
de todos los ciudadanos.

Todos estos conceptos se en-
cuentran consagrados y pro-
tegidos ampliamente en la 
Constitución Política, la juris-
prudencia y la legislación; por 
consiguiente, constituyen una 
razón fundamental para esta-
blecer mecanismos que permi-
tan conciliar tales derechos en 
procura de garantizar mejores 
condiciones para quienes ejer-
cen el trabajo de manera infor-
mal en el espacio público.   

Dado lo anterior, este docu-
mento relaciona los esfuerzos 
precedentes para el estableci-
miento y adopción de la política 
pública para los vendedores in-
formales en Colombia y presen-
ta los resultados del proceso de 
construcción de la misma. Este 
se realizó conjuntamente en-
tre los Ministerios del Trabajo 
y del Interior, las organizacio-
nes de vendedores informales, 
la sociedad civil, la academia y 
los sectores privados; en arti-
culación con el Plan Nacional 
de Desarrollo, específicamente 
con su eje II denominado Pacto 
por el emprendimiento, la for-
malización y la productividad.

Dicho proceso se da, en cum-
plimiento de lo previsto en la 
Ley 1988 de 2019 que estable-
ció los lineamientos generales 
para la formulación de la polí-
tica pública de los vendedores 
informales, con el fin de garan-
tizar los derechos a la digni-
dad humana, al mínimo vital, al 
trabajo y a la convivencia en el 
espacio público y la Resolución 
1213 de 2020 que reglamen-
tó los plazos y la metodología 
para la elaboración de dicha 
política y aportó algunos re-
ferentes teóricos y elementos 
técnicos, para orientar el de-
sarrollo del Ciclo de la Política 
Pública. 

Por lo anterior, el presente do-
cumento que contiene los ele-
mentos de la Política Pública 
de Vendedores Informales se 
presenta en siete (7) capítulos. 
En el primer capítulo se expo-
nen los marcos de referencia 
donde se contemplan los ante-
cedentes nacionales e interna-
cionales, el marco conceptual 
y el marco normativo; en el se-
gundo capítulo se abordan los 
diferentes enfoques de la po-
lítica pública; en el tercer ca-
pítulo se hace una descripción 
de la metodología empleada 
para la formulación del instru-
mento de política; en el cuarto 
capítulo se hace un diagnóstico 
de la situación de los vendedo-
res informales en el territorio 
nacional; en el quinto capítu-
lo se definen los objetivos de 
la política pública; en el sexto 
capítulo se presentan los ejes, 
estrategias y líneas de acción 
orientadas y definidas tras la 
participación de los diferentes 
actores, igualmente, se pre-

1.Departamento Nacional de Planeación - DNP. Misión Sistema de Ciudades. Una política nacional para el sistema de 
ciudades colombiano con visión a largo plazo. 2014.								         
2.Tomado de:
http://filco.mintrabajo.gov.co/FILCO/faces/indicadores.jsf?nombre=Porcentaje+de+ocupados+que+no+contribuyen+a+pensi%F3n&ind=109
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sentan las herramientas para gestión nacional 
y territorial de la política pública; en el séptimo 
capítulo se establecen los mecanismos de se-
guimiento y evaluación que completan el ciclo 
de la política pública de vendedores informales.

Finalmente es importante señalar que este pro-
ceso de formulación de la política pública se 
da, en buena parte, en medio de la situación de 
Emergencia social, económica y ecológica debi-
do a la pandemia por  el COVID-19. Esta situa-
ción, por un lado, está ratificando las vulnerabi-
lidades del sector de los vendedores informales, 
y por ende, la apremiante necesidad de incidir 
de forma determinante en su situación socioe-
conómica generando cada vez mayores niveles 
de estabilidad y mejores mecanismos de pro-
tección para sus derechos. Por otro lado intro-
duce importantes restricciones en términos de 
movilidad y aislamientos, que conducen a que el 
proceso de construcción de este instrumento de 
política pública deba tener su fundamento en el 
uso de innovadoras estrategias de participación 
y validación basadas en las Tecnologías de la In-
formación y las Comunicaciones -TIC.
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1.Marco de
referencia
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Antecedentes1.1
El fenómeno de ventas infor-
males en el espacio público 
se abordará, en principio, des-
de dos ámbitos; el primero, el 
del ser humano en todas sus 
dimensiones  (social, cultural, 
económica, ambiental y políti-
ca) y las razones asociadas a 
su participación en este tipo 
de actividad; y el segundo, 
desde las instituciones y las 
causas que explican la ocupa-
ción del espacio público.  

De acuerdo con varios estu-
dios, las razones personales 
para recurrir a las ventas in-
formales pasan por diferentes 
argumentos, entre los cuales 
se identifican mayormente: 
Argumentos económicos, con-
siderando la venta informal 
como una fuente de ingresos 
que permite por lo menos vi-
vir, se debe resaltar que, no 
necesariamente, el hecho de 
dedicarse voluntariamente al 
comercio de bienes o servicios 
en el espacio público implica 
grandes inversiones o gastos. 
También existen argumentos 
de oportunidad (relaciona-
dos con factores de espacio y 
tiempo), en el espacio público 
se encuentra la coyuntura para 
trabajar por la cantidad de ho-
ras y días que se considere 
necesario, recibiendo diaria-
mente dinero por ello (Moyano 
Díaz, Castillo Guevara y Liza-
na Lizana 2008) también se da 
la facilidad para movilizarse y 
hacer más visible la oferta de 
productos en lugares y tem-
poradas con mayor deman-
da y alta circulación de posi-
bles compradores, nacionales 
o extranjeros, si se analiza la 
afluencia turística.  

Otros reseñan argumentos ge-
neracionales, muestran que 
a través de los años los pa-
dres les han enseñado a hijas 
e hijos que, en su edad para 

laborar, pueden dedicarse al 
manejo de la venta informal 
como expresión cultural de un 
territorio donde se identifican 
actividades, productos y pun-
tos de ubicación que permiten 
una proximidad física de las 
personas que, diaria o perió-
dicamente, confluyen en un 
mismo lugar. Por regla general 
y conforme a las disposiciones 
normativas y de argumenta-
ción técnica en las que se fun-
damenta la comprensión del 
trabajo infantil en el plano na-
cional, las ventas ambulantes 
o informales, no se consideran 
una forma de expresión cultu-
ral. Debe ser concebido como 
una labor extracomunitaria 
que facilita las situaciones de 
vulneración de derechos en ni-
ñas, niños y adolescentes den-
tro de una relación capitalista 
que motiva el uso de la mano 
de obra de niñas, niños y ado-
lescentes, como medio para la 
consecución de recursos fami-
liares y perpetuando ciclos de 
pobreza (Organización Interna-
cional del Trabajo, 2016).

Así se da la posibilidad de es-
tablecer contactos y una re-
lación de ayuda material e 
instrumental, apoyo social y 
emocional e intereses comu-
nes (Botero y Herrera 2008), 
entre vendedores y compra-
dores. En ocasiones, y sobre 
estos argumentos, se identi-
fica la participación de niños, 
niñas y adolescentes en las 
ventas en el espacio público, 
que puede estar relacionada 
con el trabajo infantil, entendi-
do como “aquel que priva a los 
niños de su niñez, su potencial 
y su dignidad, y que es perjudi-
cial para su desarrollo físico y 
psicológico” (OIT, 2020).

Colombia, como país parte de 
la OIT y con la ratificación de 
la Convención Internacional de 

los derechos de la Niñez, hace 
visible el reconocimiento de 
niñas, niños y adolescentes, 
como sujetos de derechos y se 
compromete al desarrollo de 
acciones eficientes para pre-
venir y erradicar el trabajo in-
fantil; en coherencia con la Ley 
12 de 1991 y su artículo 32°, el 
cual específica “la protección 
de niñas, niños y adolescentes, 
respecto a la explotación eco-
nómica y cualquier forma de 
trabajo que pueda ser peligro-
so e interfiera con su derechos 
a la educación, salud y desa-
rrollo integral”.

    Así mismo, la Ley 1098, en su 
artículo 20°, refiere que las ni-
ñas, niños y adolescentes, de-
berán ser protegidos contra “la 
explotación laboral, por parte 
de sus padres”, y en su artículo 
41° establece que es obligación 
del Estado garantizar el desa-
rrollo integral de niñas, niños 
y adolescentes y asegurar que 
no sean vinculados a ninguna 
forma de explotación econó-
mica, por parte de sus padres, 
representantes legales, quie-
nes vivan con ellos, o cualquier 
otra persona. También “serán 
protegidos contra el trabajo 
que, por su naturaleza o por 
las condiciones en que se lleva 
a cabo, es probable que pueda 
afectar la salud, la integridad y 
la seguridad o impedir el dere-
cho a la educación”.3     

Además, en el marco de la ga-
rantía de los derechos de ni-
ñas, niños y adolescentes, y 
las disposiciones normativas 
que enmarcan las acciones 
de prevención y erradicación 
del trabajo infantil, se destaca 
como elemento primordial la 
Resolución 1796 de 2018, por 
medio de la cual se “Actuali-
za el listado de las actividades 
peligrosas que por su natura-
leza o condiciones de traba-
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jo son nocivas para la salud e 
integridad física o psicológica 
de los menores de 18 años y se 
dictan otras disposiciones”. En 
su numeral 25, especifica que 
el trabajo infantil está relacio-
nado con “actividades tales 
como ventas ambulantes, lim-
pieza de parabrisas o aquellas 
en que se desempeñen como 
barrenderos, lustrabotas, cui-
dadores de carros y motos, 
malabaristas que, por su na-
turaleza y condición, implican 
alta peligrosidad y riesgos en 
la salud física, psicológicos y 
morales”, en este sentido, toda 
actividad que realice una niña, 
niño o adolescente en calle, 
relacionado con ventas am-
bulantes, es Trabajo Infantil 
y es clasificada por Colombia 
como una actividad peligrosa, 
que vulnera los derechos de la 
población de primera infancia, 

infancia y adolescencia.

Aunado a lo anterior, las niñas, 
niños y adolescentes, por en-
contrarse en escenario de ca-
lle, pueden estar expuestos a 
diversas afectaciones, relacio-
nadas con violencias sexuales, 
violencia física y psicológica; 
develando riesgos permanen-
tes lo que podría derivar en el 
uso de esta población en: de-
litos, consumo de SPA y vincu-
lación al Sistema de Respon-
sabilidad Penal Adolescente.

Bajo este panorama, es deber 
del Estado promover la pre-
vención de todo riesgo rela-
cionado con las dinámicas de 
calle, como acción coherente 
con la Resolución 16 Conse-
jo de Derechos Humanos de 
las Naciones Unidas en el año 
2012, que refiere la necesidad 
de “un abordaje holístico a la 

protección y promoción de los 
derechos de niños y niñas tra-
bajando y/o viviendo en la ca-
lle”.

Así mismo pueden identificar-
se argumentos educativos: la 
falta de educación o tecnifica-
ción en sus quehaceres, no les 
permite a las personas entrar 
a competir en otros renglones 
del mercado laboral formal, o 
como lo explica la Organización 
de los Estados Americanos - 
OEA, hay una clara relación en-
tre los niveles educativos al-
canzados y las oportunidades 
de desarrollo de las personas y 
los hogares, y a nivel individual 
se encuentra que, en general, 
la educación es la puerta para 
mejores oportunidades labo-
rales y mayores salarios (Bejar, 
1999). También se desarrollan 
otros tipos de argumentación 
respecto a lo laboral como la 
falta de oportunidades, espe-
cialmente, para los jóvenes, las 
mujeres cabeza de hogar, las 
personas con discapacidades, 
o los adultos mayores (Mon-
cada Gómez y Ordóñez Argote 
2018), que, por limitaciones de 
experiencia, tiempo, edad, o 
alguna discapacidad no tienen 
la oportunidad de acceder fá-
cilmente a vinculaciones labo-
rales en las que puedan poner 
en práctica sus habilidades.  

Además, por razones mu-
cho más profundas dentro de 
nuestro contexto colombiano, 
el conflicto armado y la violen-
cia, que datan de más de 50 
años, han aumentado el fenó-
meno del desplazamiento in-
terno (ACNUR, 2020) entendi-
do como la población que se 
moviliza (de manera forzada o 
no) de su lugar de residencia 
habitual a otra dentro del te-
rritorio nacional. A la percep-

3. OIT, Ministerio de Trabajo, ICBF, Departamento Nacional de Planeación (2017). Línea de Política Pública para la Prevención y Erradicación 
del Trabajo Infantil y la Protección Integral al Adolescente Trabajador (2017 - 2027). Pág.36.
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4. A nivel nacional para el mes de abril 2020, la tasa de desempleo se ubicó en 19,8%, aumentando en 9,5 puntos porcentuales en relación con el 
mismo mes del año anterior. El aumento del desempleo se produce en un contexto donde la oferta y la demanda registran una disminución de 
10,4 y 14,2 p.p. respectivamente debido a la emergencia por el COVID.

ción de que en los centros urbanos hay mayores 
y mejores oportunidades para suplir las nece-
sidades básicas, se suma la percepción de una 
mayor presencia del Estado, aunada a más ins-
tituciones que brindan garantías especialmente 
a la seguridad y al acceso a los servicios. 

También es necesario reconocer el fenómeno de 
la migración proveniente de otros países y las 
motivaciones de personas inmigrantes entendi-
das como “personas que se trasladan a un país 
distinto al de su nacionalidad o de residencia 
habitual, de manera que el país de destino se 
convierte efectivamente en su nuevo país de 
residencia habitual (Departamento de Asuntos 
Económicos y Sociales de las Naciones Unidas 
(DAES), 1999)”, para ubicarse en el territorio na-
cional. En el caso del fenómeno de la migración 
en Colombia es necesario resaltar que la gran 
extensión de fronteras y el idioma en común 
son hechos que facilitan el desarrollo de los 
proyectos de vida de quienes deciden o se ven 
obligados a migrar y pueden ser considerados 
argumentos territoriales.”

Por otra parte, encontramos que las falencias 
institucionales guardan una relación directa con 
las motivaciones personales y las razones antes 
expuestas de carácter económico, de oportu-
nidad, generacional, educativas, laborales y te-
rritoriales, que pueden ser identificadas como 
causas de las ventas informales en el espacio 
público a nivel nacional.

En primera medida, aún es precaria la informa-
ción consolidada de las características de los 
vendedores informales en todo el territorio co-
lombiano pues, aunque algunos municipios han 
adelantado el registro y caracterización de esa 
población, no suministra datos suficientes para 
la identificación socioeconómica y de sus ne-
cesidades; y así, plantear programas, planes y 
proyectos que garanticen el mínimo vital y la 
subsistencia en condiciones dignas.

Las falencias en temas de oportunidad están 
relacionadas con la ausencia o debilidad en las 
políticas de planeación de los entes territoria-
les, al no disponer de criterios ni procedimien-
tos suficientes para validar la eficiencia y la 
eficacia de las decisiones de inversión. Así, no 
se contemplan estrategias de aprovechamiento 
del espacio público, programas de reubicación 
y presupuesto para infraestructura, que tengan 
por objeto brindar espacios comerciales des-

tinados a acoger a los vendedores informales, 
que les proporcionen un espacio fijo para rea-
lizar sus ventas, y en cierta medida, garantice 
la afluencia de compradores. Esto permite al 
comerciante ahorrar en tiempo y en dinero de 
arriendos locativos, y transitar mejor hacia la 
formalización, asumiendo obligaciones y elimi-
nando tramitologías y cargas impositivas como 
el registro mercantil, industria y comercio, y 
el Impuesto al Valor Agregado - IVA (De Soto, 
1986). 

En temas generacionales, podemos identificar 
la necesidad de que el Estado plantee mejores 
condiciones que garanticen al vendedor infor-
mal en espacio público el fácil acceso al micro-
crédito, crédito y acompañamiento a proyectos 
productivos y de emprendimiento, que otor-
guen un capital semilla o un colchón económi-
co; y permita a los vendedores y a las personas 
económicamente dependientes de esta activi-
dad, romper con la trampa de la pobreza (el 
ciclo permanente de la baja renta, bajo ahorro, 
baja inversión, baja productividad). Así como, 
proveer financiamiento a emprendedores con 
pocos recursos y excluidos del sistema finan-
ciero es clave para la generación de desarrollo 
económico y social, mitigando la pobreza y sus 
consecuencias (Banco de la República 2019). 

En materia educativa, es preciso hacer énfasis 
en lo siguiente: Pese a los importantes avances 
en la cobertura educativa durante los últimos 
años (la cobertura neta en educación media 
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pasó de 62% a 72%, en superior de 34% a 52% 
durante el período 2005-2018), sólo se cuenta 
con un 32% de estudiantes en programas téc-
nicos-tecnológicos (ANIF, 2020), aún persisten 
dificultades para acceder a una educación de 
alto nivel y limitada oferta institucional en di-
ferentes partes del país, lo que restringe que 
las personas que se dedican a las ventas in-
formales tengan conocimientos tecnificados y 
capacitación en otras artes u oficios. 

Probablemente, son las falencias laborales a 
las que se atañen con más regularidad las cau-
sas de las ventas informales. Por años se ha 
discutido la dificultad que tiene el sector pú-
blico para garantizar al derecho al trabajo, di-
versificar las fuentes de empleo especialmente 
en el sector agrario y disminuir los altos índi-
ces de desempleo4 (FILCO, 2020); también se 
debe resaltar que los bajos salarios e ingresos 
no permiten contratos laborales formales, ni la 
afiliación a un sistema de salud y pensión. 

Así mismo, según los resultados del Informe 
de Pobreza Multidimensional (DANE, 2020), en 
el porcentaje de hogares privados las variables 
como desempleo de larga duración, hacina-
miento crítico, material inadecuado de pisos, 
sin aseguramiento en salud y trabajo informal 
en el total nacional presentaron tendencia al 
alta en el 2019, comparado con los datos del 
2018. En la Encuesta Nacional de Calidad de 
Vida (ECV) donde se analizan diferentes dimen-
siones de las condiciones de vida de los colom-
bianos a nivel de vivienda, hogares y personas, 
se encontraron datos como: El porcentaje de 
hogares con jefe mujer a nivel nacional pasó de 
37,3% a 38,4% entre el 2018 y 2019; y los resul-
tados por regímenes muestran que en 2019 el 
48,4% de quienes manifestaron estar afiliados 
estaban cubiertos por el esquema contributivo, 
mientras que el 51,3% tenía acceso al régimen 
subsidiado, mostrando que el 92,8% de las per-
sonas a nivel nacional se encontraban afiliadas 
al Sistema General de Seguridad Social en Sa-
lud (SGSSS).

Igualmente, es preocupante el panorama del 
sector privado pues las micro, pequeñas y 
medianas empresas – MiPymes representan 
el 96% del tejido empresarial, aportan 40% al 
PIB, y generan más de 17 millones de empleos 
(ACOPI, 2019); y debido a la alta carga impositi-
va, inflexibilidad en los sueldos, y a la emergen-
cia sanitaria por el COVID-19, muchas de esas 
MiPymes se han acogido a procesos de liqui-
dación (Supersociedades, 2020), afectando aún 

más la oferta laboral en el país.  

Para finalizar, las falencias territoriales abren el 
debate que hay entre los derechos de las per-
sonas vendedoras informales y el espacio pú-
blico; pues es preciso decir que, en materia de 
descentralización y entes territoriales, son los 
encargados de diseñar e implementar las polí-
ticas públicas de planeación de la ciudad du-
rante el tiempo de sus mandatos, concertando 
con su población los problemas prioritarios y 
diferentes estrategias para avanzar sobre los 
mismos (DNP, 2015). 

Además, son los alcaldes los jefes de policía, 
quienes tienen el deber de propender por la 
garantía del uso y disfrute de los espacios pú-
blicos y la libre circulación, encontrando pro-
blemas como el bajo número del pie de fuerza 
para desplegar a lo largo del territorio munici-
pal, y hacer frente a todas las problemáticas, 
además, de la presencia de vendedores infor-
males en el espacio público, que se ubican 
generalmente sobre las franjas de circulación 
peatonal, ocasionando obstrucción y movilidad 
reducida a los habitantes.

De acuerdo con la consultora Nadime Yaver Li-
cht, en el espacio público también se presen-
tan problemas como: incumplimiento de los 
lineamientos del ordenamiento territorial, con-
diciones sanitarias deficientes, daño y aumen-
to del deterioro ambiental, contaminación por 
basuras, vectores, ambientes propicios para la 
proliferación de bacterias, virus; así como, con-
diciones laborales inadecuadas y precarización 
del trabajo, explotación de población vulnera-
ble (pobreza, desplazados, inmigrantes), apro-
piación y comercialización ilegal del espacio 
público, creación de fronteras invisibles y te-
rritorialización de zonas invadidas y desconoci-
miento de la propiedad municipal por falta de 
inventarios y saneamiento de los mismos.

Actualmente, las problemáticas existentes 
asociadas al uso inadecuado del espacio pú-
blico permiten establecer que hay una baja 
noción social, cultural y económica del espa-
cio público; frente a esto, se debe fortalecer 
la apropiación y la pertenencia mediante la re-
glamentación, promoción y reconocimiento de 
usos adecuados del espacio público, incorpo-
rando elementos que promuevan la satisfac-
ción de las necesidades económicas, sociales 
y culturales.

Teniendo en cuenta que se han identificado 
condiciones asociadas a la ineficiencia o es-
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Porcentaje de ocupados informales en las 13 ciudades y áreas metropolitanas entre 2017-2019.

Tomado de la Gran Encuesta Integrada de Hogares DANE – Históricos desde el año 2017.7

AÑO/PERIODO
2017
2018
2019
2020

47,0%
45,9%
46,7%
47,5%

47,4%
46,9%
46,2%
47,1%

47,7%
46,8%
45,7%
46,3%

47,7%
47,4%
46,9%
46,1%

47,3%
47,3%
45,6%

-

Dic – Feb Sept - Nov Jul – Sept Mar - May Ene – Mar

Tabla 1.

casez de instrumentos de financiación para la 
generación y cualificación del espacio público 
de acuerdo a sus usos, se evidencia una caren-
cia de identidad y apropiación que no refleja 
resultados en los territorios de una construc-
ción social y cultural efectiva, que hay una débil 
continuidad en la implementación de procesos 
pedagógicos para la valoración del pluralismo 
cultural, y que estos elementos derivan en ocu-
pación indebida, déficits de espacios y segrega-
ción, entre otros factores, que alteran la cali-
dad del espacio público como infraestructura y 
como escenario. 

Las actividades relacionadas con el aprovecha-
miento económico del espacio público tienen 
un alto componente social y cultural, en la me-
dida en que las actividades permitidas serán el 
resultado de un acuerdo común de los actores 
afectados o involucrados. En ese sentido, se 
puede decir que las posibilidades de aprove-
chamiento están determinadas por un ejercicio 
de corresponsabilidad de los actores públicos, 
privados y comunitarios, ya que los espacios 
públicos deben cumplir en esencia con su fun-
cionalidad pública y de cohesión social, y a tra-
vés de ellos se debe promover el sentido de 
pertenencia y apropiación necesarios para la 
construcción de comunidad.

Y es que las ventas informales en ocasiones se 
asocian con situaciones que irrumpen con la 
seguridad ciudadana, valga decir: Hurtos, inva-
sión y fealdad del espacio público, expendio de 
sustancias sicoactivas, contaminación visual y 
auditiva, piratería y contrabando, y evasión de 
impuestos de industria y comercio (Camargo, 

5. Incluye: Bogotá D.C., Medellín A.M., Cali A.M., Barranquilla A.M., Bucaramanga A.M., Manizales A.M., Pereira A.M., Cúcuta A.M., Pasto, Ibagué, 
Montería, Cartagena y Villavicencio.
6. Incluye: 13 ciudades y áreas metropolitanas más Tunja, Florencia, Popayán, Valledupar, Quibdó, Neiva, Riohacha, Santa Marta, Armenia y Sincelejo.
7. Medición de empleo informal y seguridad social. Disponible en: https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/salud/informalidad-y-
seguridad-social/empleo-informal-y-seguridad-social-historicos

2014). Así como existen evidencias de que los 
vendedores informales pueden ser afectados 
directamente por estos fenómenos, siendo víc-
timas de la extorsión o el cobro de rentas ile-
gales por el uso y aprovechamiento del espacio 
público e incluso, se valen de sus vulnerabi-
lidades para instrumentalizarlos e integrarlos 
como eslabones en la cadena de suministro o 
comercialización de actividades ilegales como 
la piratería y el contrabando, entre otras. 

En ese sentido, el Banco de la República (Her-
nández Rubio & Estrada, 2019) advierte que “en 
muchas ocasiones estas personas tienen que 
recurrir a créditos informales o agiotistas, al 
no tener otras opciones, situación que acentúa 
aún más la condición de vulnerabilidad de esta 
población, pues se ven expuestos a condiciones 
de financiamiento en contra de su bienestar”.

Como una lectura de la informalidad empresa-
rial y laboral en general, y no cifras específicas 
de los vendedores informales, se encuentra la 
información del Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística (DANE) de conformi-
dad con la Gran Encuesta Integrada de Hogares 
– GEIH. De acuerdo con esta, a octubre 2020, 
el indicador de ocupados informales en las 13 
ciudades y áreas metropolitanas5 fue de 47,5%; 
para el mismo período del 2019 fue de 45,6 %. 
A octubre 2020 el indicador para el total de las 
23 ciudades y áreas metropolitanas6 

En las 13 ciudades y áreas metropolitanas, para 
los años 2017, 2018 y 2019, se tiene la informa-
ción proporcionada por la tabla 1.
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Los anteriores datos evidencian que las acti-
vidades informales se han constituido en una 
alternativa propia al problema de desempleo 
estructural, y su expansión ha sido explicada 
por diferentes factores como: Barreras finan-
cieras, baja calificación en experiencia o difi-
cultad para trabajar en condiciones dignas. 

Igualmente, según la encuesta de micronego-
cios – EMICRON 2019 (DANE, 2020), existen en 
el país un total 576.018 unidades económicas 
de máximo 9 personas ocupadas dedicadas a 
las ventas ambulantes en sitio al descubierto.

Es el caso de los vendedores informales (quie-
nes laboran en una actividad individualizada, en 
la calle, con costos de oportunidad reducidos 
y sin la garantía de un mínimo vital) que hacen 
parte de un sector muy heterogéneo debido a 
su dispersión de horarios de trabajo, dinámi-
ca de la actividad económica informal y diver-
sa regulación, que dificultan la recolección de 
información estadística actualizada y perma-
nente de la actividad comercial en el espacio 
público. En estas circunstancias, no es posible 
planificar o llevar a cabo actividades de desa-
rrollo económico y social sin contar con datos 
precisos y detallados acerca de la magnitud, la 
distribución y la composición de la población 
vendedora informal. 

En esa medida, el tamaño y dinamismo de las 
ventas informales en el espacio público están 
determinados por la capacidad de la economía 
urbana de generar alternativas al desempleo y 
por la capacidad institucional de regular efi-
ciente y apropiadamente el uso económico del 
espacio público, reconociendo que eliminarlas 
son un imposible social, económico y cultural 
(IPES, 2020). Pero esta problemática no sólo 
preocupa a nivel nacional. El trabajo informal 
en Colombia y el mundo cada día va en aumen-
to, lo que está unido con la ocupación de los 
espacios públicos, para lo cual, organizaciones 

internacionales han destinado recursos para 
apoyar a los gobiernos y reducir la informali-
dad, o en su defecto, mejorar en lo posible las 
condiciones laborales de aquellos que no en-
cuentran un espacio en el sector formal, por la 
falta de oportunidades, formación académica, 
falta de empleo, entre otras.

El trabajo con fines lucrativos en espacios pú-
blicos en la mayoría de los casos es informal y 
opera fuera de la ley, sin permisos ni locaciones. 
Los trabajadores informales se enfrentan con 
muchas restricciones para realizar su actividad 
económica. No tienen acceso a la infraestruc-
tura de servicios de energía eléctrica, acueduc-
to, telecomunicaciones y mucho menos, servi-
cios bancarios. En el mercado informal en el 
espacio público no sólo confluyen vendedores, 
sino también los compradores, que por razones 
de precio, de disponibilidad de los productos 
en las cercanías, le dan sustento a las ventas 
informales y a los lugares donde se desarrollan. 
Sin embargo, también una parte de la sociedad 
suele estigmatizar a los trabajadores informa-
les como competencia desleal, delincuentes y, 
hasta un obstáculo para el desarrollo del co-
mercio oficial. Razones por las cuales, los ven-
dedores informales en espacio público enfren-
tan problemas con las autoridades locales, y 
a veces, deben hasta recurrir mecanismos no 
convencionales, o incluso, ilegales para seguir 
comercializando sus servicios y productos. 

Para reglamentar el trabajo informal, especial-
mente el que se lleva a cabo en espacios públi-
cos, se recomienda tener en cuenta el despla-
zamiento de esta población la cual se moviliza 
de acuerdo con los eventos locales, situación 
climatológica, época del año, y el mismo movi-
miento de sus potenciales clientes, en las ciu-
dades en las que se encuentran. Uno de los 
mayores problemas en torno a la regulación de 
esta economía, es la correspondiente al empleo 

Porcentaje de ocupados informales en las 23 ciudades y áreas metropolitanas entre 2017-2020.

Tomado de la Gran Encuesta Integrada de Hogares DANE - Históricos desde el año 2017.8

En cuanto a 23 ciudades y áreas metropolitanas, para los años 2017, 2018 y 2019, se tiene:
Tabla 2.

AÑO/PERIODO
2017
2018
2019
2020

48,2%
47,3%
47,9%
48,5%

48,5%
48,1%
47,2%
48,0%

48,7%
48,0%
46,9%
47,0%

48,7%
48,5%
48,1%
46,8%

48,5%
48,4%
47,0%

-

Dic – Feb Sept - Nov Jul – Sept Mar - May Ene – Mar

8. Medición de empleo informal y seguridad social. Disponible en: https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/salud/informalidad-y-
seguridad-social/empleo-informal-y-seguridad-social-historicos
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y ocupación de los espacios públicos, ya que 
estos oficialmente están para usarse sin exclu-
sividad de un grupo de personas específico y 
mucho menos de actividad comercial. No hay 
una solución estándar aplicable para todos los 
casos y como ya se mencionó anteriormente, 
las políticas deberán estar contextualizadas 
para cada caso local. 

Según la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT), las leyes no deben buscar excluir a los 
trabajadores informales de los lugares públicos, 
ni establecer que sus actividades comerciales 
son ilegales, por el contrario, se debe definir 
y poner en marcha procedimientos para que 
obtengan los permisos para llevar a cabo sus 
servicios, y que dichas leyes sean conocidas y 
aplicadas por los diferentes actores, incluidas 
por supuesto, las autoridades locales. Adicio-
nalmente, es requerido estimular la agrupación 
y organización de estos grupos informales, que 
puedan propiciar adecuadamente la reglamen-
tación requerida para desarrollar su actividad 
económica, que esté adaptada, no sólo a sus 
necesidades, sino también a las de cada país.

Por otra parte, el Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística – DANE, publica anual-
mente la encuesta de micronegocios – EMI-
CRON; exponiendo que para el año 2019, el 87,5 
% de los propietarios de los micronegocios no 
aportó al régimen contributivo en salud ni coti-

zó en fondo de pensiones. El 94,8 % de los pro-
pietarios de micronegocios no realizó pagos a 
riesgos laborales; asimismo el 87,8% no cuenta 
con matrícula mercantil.

Teniendo en cuenta todo lo desarrollado has-
ta el momento, es necesario decir que en el 
año 2019 fue aprobada la Ley 1988 de 2019 “por 
la cual se establecen los lineamientos para la 
formulación, implementación y evaluación de 
una política pública de vendedores informales 
en espacio público”. En esta ley se identifica la 
necesidad de velar por armonizar la protección 
del espacio público con el derecho a la digni-
dad humana, al mínimo vital y al trabajo de los 
vendedores informales. También se aclara que 
es necesario procurar la inclusión en el merca-
do laboral y económico de esta población vul-
nerable y disminuir el impacto negativo de la 
ejecución de políticas públicas que buscan la 
recuperación del espacio público.
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Marco Normativo 1.2.

1.2.1. Disposiciones 
Constitucionales  

Para desarrollar el componente 
normativo es necesario partir 
del marco constitucional que 
ha sido establecido en el país, 
en ese sentido, se debe resaltar 
que, en el presente documento 
de política pública, se recono-
ce la existencia de una tensión 
entre el derecho al trabajo en 
condiciones dignas y justas y el 
derecho al espacio público. Co-
lombia, desde la Constitución 
Política de 1991, desarrolla los 
deberes de las autoridades de 
luchar por superar las desigual-
dades sociales estableciendo 
acciones afirmativas, promo-
viendo la protección y garantía 
de los derechos fundamenta-
les y la obligación de diseñar y 
ejecutar políticas públicas, que 
logren la protección de estos 
derechos. También se indica 
que el ejercicio de los derechos 
y libertades reconocidos en la 
Constitución implica respon-
sabilidades, es decir que, toda 
persona está obligada a cumplir 
la Constitución y las leyes.

De esta manera el Estado tiene 
como finalidad, asegurar a sus 
integrantes la vida, la conviven-
cia, el trabajo, la justicia y la 
igualdad (Preámbulo), promover 
la prosperidad general, facilitar 
la participación de todos en las 
decisiones que los afectan y 
asegurar la convivencia pacífica 
(Artículo 2), por lo cual promo-
verá las condiciones para que 
la igualdad sea real y efectiva y 
adoptará medidas en favor de 
grupos discriminados o margi-
nados, protegiendo a aquellas 
personas que por su condición 
económica, física o mental, se 
encuentren en circunstancia de 
debilidad manifiesta (Artículo 
13). 

Así también, bajo los preceptos 
constitucionales, toda persona 

tiene derecho a escoger pro-
fesión u oficio (Artículo 26), un 
trabajo en condiciones dignas y 
justas, siendo el trabajo un de-
recho y una obligación social de 
especial protección del Estado, 
en todas sus modalidades (Ar-
tículo 25), propendiendo el Es-
tado por la igualdad de oportu-
nidades para los trabajadores, 
la remuneración mínima vital 
y móvil y la estabilidad en el 
empleo (Artículo 53), la ubica-
ción laboral de las personas en 
edad de trabajar (Artículo 54), y 
el pleno empleo a los recursos 
humanos para asegurar de ma-
nera progresiva, que todas las 
personas tengan acceso efecti-
vo al conjunto de los bienes y 
servicios básicos, en particular 
las de menores ingresos (Artí-
culo 334). 

El trabajo como derecho, impli-
ca una regulación fundada en la 
libertad que consiste en la rea-
lización de una actividad libre-
mente escogida por la persona, 
dedicando a ella su esfuerzo 
intelectual o material, sin que 
puedan impedírselo los particu-
lares ni el Estado. Por el contra-
rio, a este le compete adoptar 
las políticas y medidas tendien-
tes a la protección y garantía de 
los derechos fundamentales. 
Además, el derecho al traba-
jo es un derecho fundamental, 
siendo los derechos fundamen-
tales inherentes al ser humano, 
a su esencia, a su naturaleza 
e inalienables y sin los cuales 
este no podría subsistir (Sen-
tencia C-593, 2014). 

De otro lado, con el fin de pro-
mover la prosperidad general y 
asegurar la convivencia pacífica, 
en la Constitución Política se 
establece que es deber del Es-
tado, velar por la protección de 
la integridad del espacio público 
y por su destinación al uso co-
mún, el cual prevalece sobre el 
interés particular (Artículo 82) y 

que todo colombiano tiene de-
recho a circular libremente por 
el territorio nacional (Artículo 
24). En otras palabras, el Esta-
do tiene el deber constitucional 
de velar tanto por los derechos 
a la dignidad humana, al trabajo 
y mínimo vital de los vendedo-
res informales, así como por el 
interés general, que se concreta 
en el deber de conservar y pre-
servar el espacio público, pues 
como lo ha dicho la Corte Cons-
titucional, “la resolución de la 
anterior controversia constitu-
cional no se resuelve a partir 
de jerarquización de principios, 
sino, por el contrario, a partir 
de un ejercicio de armoniza-
ción y ponderación entre estos 
dos principios constitucionales” 
(Sentencia T-243, 2019). 

Por su parte, las personas tie-
nen los deberes de respetar los 
derechos ajenos y no abusar de 
los propios, obrar conforme al 
principio de solidaridad social, 
respondiendo con acciones hu-
manitarias ante situaciones que 
pongan en peligro la vida o la 
salud de las demás personas. 
Por lo tanto, es necesario res-
petar y apoyar a las autoridades 
democráticas legítimamente 
constituidas para mantener la 
independencia y la integridad 
nacionales; defender y difundir 
los derechos humanos como 
fundamento de la convivencia 
pacífica, participar en la vida 
política, cívica y comunitaria 
del país; propender al logro y 
mantenimiento de la paz; co-
laborar para el buen funciona-
miento de la administración de 
la justicia, proteger los recursos 
culturales y naturales del país; 
y velar por la conservación de 
un ambiente sano y contribuir 
al financiamiento de los gastos 
e inversiones del Estado dentro 
de conceptos de justicia y equi-
dad (Artículo 95, Constitución 
Política, 1991).
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Adicional a lo anterior, existen 
otros derechos y deberes cons-
titucionales, que confluyen 
cuando se trata de los derechos 
al trabajo de los vendedores in-
formales y del espacio público, 
que también han sido recono-
cidos jurisprudencialmente. En 
ese sentido, se puede mencio-
nar: Por un lado, el derecho al 
mínimo vital, a la protección 
social o a la seguridad social y 
a la asistencia social, a la edu-
cación, a la igualdad, los dere-
chos de los niños, niñas y ado-
lescentes, al debido proceso y 
a la confianza legítima. De otro 
lado, a la convivencia y segu-
ridad ciudadana. En cuanto al 
derecho al mínimo vital o sub-
sistencia, este se desprende de 
la aplicación de tratados inter-
nacionales y los derechos a la 
vida, la dignidad, la igualdad, el 
trabajo y la seguridad social. 

Este derecho busca las garan-
tías de unas condiciones ma-
teriales mínimas, sin las cuales 
las personas no pueden asegu-
rar autónomamente su subsis-
tencia (Sentencia T-510, 2016), 
lo cual significa que el Estado 
está obligado a generar condi-
ciones de vida mínimas compa-
tibles con la dignidad, esto in-
cluye la alimentación, la salud, 
la vivienda, la educación y un 
ingreso mínimo de subsistencia 
(Quintero, et al., 2017).

Para el caso de los vendedores 
informales, la jurisprudencia 
constitucional, como se verá 
más adelante, protege el dere-
cho al mínimo vital de esta po-
blación, lo que supone que las 
autoridades, deberán crear una 
política de recuperación del 
espacio público proporcional y 
razonable, que integre alterna-
tivas de reubicación adecuadas 
(Sentencia T-067, 2017).

En cuanto a la protección so-
cial, esta se refiere al conjunto 
de políticas públicas orientadas 
a disminuir la vulnerabilidad y a 

mejorar la calidad de vida, en 
especial de los más desprote-
gidos, para obtener como míni-
mo los derechos a la salud, la 
pensión y al trabajo (Sentencia 
C-834, 2007) y la seguridad so-
cial, es un servicio público y un 
derecho irrenunciable de toda 
persona (Artículo 48, Constitu-
ción Política, 1991).  

De acuerdo con el Protocolo de 
San Salvador, se consagra que 
este derecho implica la protec-
ción contra las consecuencias 
de la vejez, de la incapacidad 
que imposibilite física o men-
talmente, para obtener los me-
dios para llevar una vida digna 
y decorosa, en caso de muerte 
del beneficiario, atención mé-
dica, el subsidio o jubilación en 
casos de accidentes de trabajo 
o enfermedad profesional, li-
cencia retribuida por materni-
dad antes y después del parto 
(Artículo 9). Además, subsidio 
al empleo, subsidio familiar en 
dinero, recursos para el fomen-
to del empleo y la protección 
contra el desempleo, subsidios 
por parte del subsidio familiar 
(Ley 789, 2002).

Frente al derecho a la educa-
ción, es un derecho de la per-
sona y un servicio público que 
tiene función social, con el que 
se busca el acceso al conoci-
miento, la ciencia, a la técnica y 
los demás bienes y valores cul-
turales, formando en el respe-
to de los derechos humanos, la 
paz, democracia, en la práctica 
del trabajo (Artículo 67. Cons-
titución Política, 1991), siendo 
obligación del estado ofrecer 
formación y habilitación pro-
fesional y técnica a quienes lo 
requieran (Artículo 54. Consti-
tución Política, 1991). 

Ahora, en cuanto al derecho a 
la igualdad, la Constitución ex-
presa que todas las personas 
recibirán la misma protección 
y trato sin ninguna discrimina-
ción por razones de sexo, raza, 

origen nacional o familiar, len-
gua, religión, opinión política 
o filosófica, pero que además, 
debe el estado promover las 
condiciones para que la igual-
dad sea real y efectiva, adop-
tando medidas en favor de 
grupos discriminados o margi-
nados, protegiendo especial-
mente a las personas que por 
su condición económica, física 
o mental, se encuentran en de-
bilidad manifiesta (Artículo 13, 
1991).

Para el caso de los vendedores 
informales, la jurisprudencia 
constitucional ha reconocido 
que se trata de un grupo de es-
pecial protección, que obedece 
a que se encuentran en espe-
cial vulnerabilidad y debilidad 
por sus condiciones de pobre-
za o precariedad económica, 
por ello deben desplegarse ac-
ciones afirmativas (Sentencia 
T-243, 2019).  Además, no sólo 
se trata de población vendedo-
ra informal, sino también otra 
población con especial protec-
ción como lo son personas de 
la tercera edad, personas con 
discapacidad física o cognitiva, 
mujeres, población desplazada, 
minorías étnicas, madres ca-
beza de familia y menores de 
edad (Sentencia T-067, 2017).  

Aunado a lo anterior, debe re-
conocerse que, de acuerdo con 
los derechos de los niños y ni-
ñas, la Constitución Política es-
tablece que son sus derechos, 
la vida, la integridad física, la 
salud y la seguridad social, la 
alimentación equilibrada, tener 
una familia, el cuidado y amor, 
la educación, la recreación, la 
libre expresión. Además, serán 
protegidos contra toda forma 
de explotación laboral o eco-
nómica y trabajos riesgosos y 
gozarán de los demás derechos 
consagrados en la Constitución, 
la ley y los tratados internacio-
nales ratificados por Colombia 
(Artículo 44, 1991).  
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En este sentido y de acuerdo 
con los Convenios 1389 de 1973 
y 18210 de 1999 de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo 
OIT, los estados que ratifiquen 
los mismos, se comprometen a 
seguir una política nacional que 
asegure la abolición efectiva 
del trabajo de los niños y eleve 
progresivamente la edad míni-
ma de admisión al empleo, así 
como también prohíba y elimi-
ne las peores formas de trabajo 
infantil11.

Según la Organización interna-
cional Del Trabajo no todas las 
tareas realizadas por los niños 
y niñas son trabajo infantil, de 
acuerdo con esta organización, 
la participación de los niños, 
niñas y adolescentes en traba-
jos que no atentan contra su 
salud y su desarrollo personal, 
ni interfieren con su escolari-
zación, se considera positiva  
(OIT, 2020)12. El trabajo infantil 
es todo trabajo que priva a los 
niños y niñas de su niñez, su 
potencial, su dignidad, siendo 
perjudicial para su desarrollo 
físico y psicológico, interfiere 
con su escolarización, les pri-
va la posibilidad de asistir a 
clases, les obliga a abandonar 
la escuela de forma prematu-
ra o les exige combinar estudio 
con trabajo pesado que insume 
mucho tiempo (OIT, 2020).  

De igual forma y de acuerdo 
con la Resolución 1513 de 2016 
mediante la cual se aprobó el 
lineamiento técnico para la 
atención de niños, niñas y ado-
lescentes, con derechos inob-
servados, amenazados o vulne-
rados, en situación de trabajo 
infantil, establece que, el tra-
bajo infantil es “toda actividad 

física o mental, remunerada o 
no, dedicada a la producción, 
comercialización, transforma-
ción, venta o distribución de 
bienes o servicios, realizada en 
forma independiente o al ser-
vicio de otra persona natural o 
jurídica por personas menores 
de 18 años de edad. También 
puede entenderse como, “aquel 
realizado por un niño, niña o 
adolescente que no alcance la 
edad mínima especificada para 
el tipo de trabajo de que se tra-
te, según determine la legisla-
ción nacional o las normas in-
ternacionalmente aceptadas y 
que por consiguiente, impida la 
educación y el pleno desarrollo 
del niño, la niña o el adolescen-
te; o aquel que se ajuste a la 
definición de trabajo peligroso 
o aquel que se incluya dentro 
de las peores formas de trabajo 
infantil” (Resolución 1513, 2016).

Igualmente es importante ha-
cer mención del trabajo prote-
gido en adolescentes, teniendo 
en cuenta que el artículo 45 
de la Constitución Política y el 
artículo 35 de la Ley 1098 del 
2006 establecen que los ado-
lescentes tienen derecho al 
trabajo protegido a partir de los 
15 años y cuentan con el dere-
cho a la protección, formación 
integral, así como el derecho a 
las protecciones laborales es-
tablecidas en el Código Sustan-
tivo del Trabajo.

Entre otros derechos reconoci-
dos para los vendedores infor-
males, también se encuentra 
el debido proceso, el cual debe 
mediar en todas las actuacio-
nes administrativas de recu-
peración del espacio público, 
pues no puede la autoridad ac-

tuar de improvisto y sin haber 
dado aviso previo suficiente, 
si se ha tolerado una conduc-
ta abierta, permanente, pacífi-
ca y continua (Sentencia T-067, 
2017), lo que en la jurispruden-
cia constitucional se ha cono-
cido como el respeto al prin-
cipio de la confianza legítima, 
basado en el principio de buena 
fe. En otras palabras, “las au-
toridades no pueden interrum-
pir arbitrariamente la actividad 
económica de un comerciante 
informal que ocupa el espa-
cio público, en perjuicio de su 
confianza legítima” (Sentencia 
T-067, 2017).

No obstante, lo anterior, no 
puede desconocerse que los 
esfuerzos del Estado y autori-
dades también deben estar en-
caminados a asegurar la convi-
vencia y la seguridad ciudadana, 
pues se establece como sus 
fines esenciales, “asegurar la 
convivencia pacífica y la vigen-
cia de un orden justo” (Artículo 
2. Constitución Política, 1991). 
Entendida la convivencia como 
la coexistencia pacífica y armó-
nica entre las personas, con los 
bienes y con el ambiente en el 
marco del ordenamiento jurídi-
co (Ministerio de Defensa, 2019) 
y la seguridad ciudadana, como 
el conjunto de acciones inte-
grales que buscan proteger de 
manera efectiva a las personas 
de los delitos y comportamien-
tos que afectan su integridad 
física y material, así como el 
miedo a la inseguridad, en el 
marco del Estado Social de De-
recho (Ministerio de Defensa, 
2019 p. 21). 

Como lo expresó la Corte Cons-
titucional, el Estado tiene el 

9. Convenio sobre la edad mínima, en vigor en Colombia desde el 2 de febrero de 2001.
10. Convenio sobre las peores formas de trabajo infantil, en vigor en Colombia desde el 28 de enero de 2005.
11. Según el Convenio 182, las peores formas de trabajo infantil abarca: Todas las formas de esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, como 
la venta y la trata de niños, la servidumbre por deudas y la condición de siervo, y el trabajo forzoso u obligatorio, incluido el reclutamiento forzoso u 
obligatorio de niños para utilizarlos en conflictos armados; la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños para la prostitución, la producción de 
pornografía o actuaciones pornográficas; la utilización, el reclutamiento o la oferta de niños para la realización de actividades ilícitas, en particular la 
producción y el tráfico de estupefacientes, tal como se definen en los tratados internacionales pertinentes, y el trabajo que, por su naturaleza o por las 
condiciones en que se lleva a cabo, es probable que dañe la salud, la seguridad o la moralidad de los niños.
12. Por ejemplo, la ayuda a sus padres en el hogar, la colaboración en un negocio familiar o las tareas que realizan fuera del horario escolar o durante las 
vacaciones para ganar dinero de bolsillo, pues son actividades provechosas para el desarrollo y bienestar de la familia, les da calificaciones y experiencia 
y se preparan para ser miembros productivos de la sociedad en la edad adulta.
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Ley 478, 1998) y a la utilización 
y defensa de los bienes de uso 
público, el goce de un ambiente 
sano (Artículo 79. Constitución 
Política, 1991), la libertad de cir-
culación o locomoción (Artículo 
24. Constitución Política, 1991) 
y la defensa del patrimonio pú-
blico (Artículo 4. Ley 478, 1998), 
que como lo ha reiterado la ju-
risprudencia, es necesario que 
entre estos derechos en ten-
sión se den lógicas de concilia-
ción y coexistencia de manera 
armónica en un Estado Social 
de Derecho.

1.2.2. Disposiciones 
Jurisprudenciales

En consideración a lo anterior, 
de acuerdo con las sentencias 
de la Corte Constitucional, se 
puede concluir que esta tensión 
entre el derecho al trabajo en 
condiciones dignas y justas de 
los vendedores informales y el 
espacio público debe armoni-
zarse. El trabajo informal y am-
bulante es una forma de obtener 
el sustento económico que es 
legal y las personas que lo ejer-
cen gozan de protección cons-
titucional cuando se encuentran 
en condición de vulnerabilidad 
(Sentencia T-067, 2017). 

Para la Corte, no es posible 
afectar los derechos de quie-
nes desempeñan ventas infor-
males, dado que se trata de un 
grupo, social y económicamen-
te vulnerable (Sentencia C-489, 
2019), en tal caso, la administra-
ción tiene el deber de diseñar e 
implementar políticas públicas 
tendientes a contrarrestar los 
efectos nocivos de la recupera-
ción, programas que deben ser 
acordes con estudios cuidado-
sos y empíricos que atiendan la 
situación que padecen las per-
sonas desalojadas (Sentencia 
C-211, 2017; y Sentencia T-067, 
2017). 

Las autoridades tienen el de-

ber de proteger la integridad 
del espacio público y a su vez, 
deben velar por los derechos 
fundamentales de los vende-
dores informales, en especial: 
El respeto a la dignidad huma-
na, solidaridad con las personas 
en estado de indefensión o de 
vulnerabilidad, igualdad de tra-
to, mediante acciones afirmati-
vas; el debido proceso adminis-
trativo para las actividades de 
policía (Sentencia T-481, 2014), 
la observancia del principio de 
buena fe, relacionado con la 
confianza legítima10 y la pro-
porcionalidad y razonabilidad de 
las medidas correctivas (Sen-
tencia C-211, 2017), pues no se 
pueden imponer cargas desme-
didas a quienes derivan su sus-
tento de las ventas informales, 
bajo el amparo del derecho del 
trabajo (Sentencia T-895, 2010). 

En ese sentido, son obligacio-
nes de las autoridades locales, 
en relación con la protección 
del espacio público y la armoni-
zación del derecho al trabajo de 
los vendedores informales, las 
siguientes:

• Realizar censos y estu-
dios de impacto previos, 
comprensivos y con par-
ticipación de las comuni-
dades afectadas (Senten-
cia C-489, 2019). 

• Incorporar en los planes 
de recuperación, alterna-
tivas económicas a favor 
de quienes dependen del 
comercio informal para su 
sustento diario. 

• En operativos de recu-
peración del espacio pú-
blico, las autoridades no 
pueden incurrir en con-
ductas que violen el de-
recho al debido proceso, 
la dignidad de las per-
sonas y menoscabando 
la propiedad (Sentencia 
T-607, 2015) o dando lugar 
a la destrucción del bien 
(Sentencia C-211, 2017). 

deber de velar por la integridad 
del espacio público; es decir, 
se trata de una carga impues-
ta por el Constituyente en favor 
del respeto de estas áreas y de 
esta manera evitar que sufran 
menoscabo en los aspectos fí-
sico, social, cultural, urbanísti-
co e incluso jurídico, para que 
la comunidad pueda desarrollar 
actividades lúdicas, recreacio-
nales e incluso para valerse de 
ellas con el fin de transportarse 
empleando las zonas habilita-
das para este propósito, -pea-
tones y ciclistas-, en aras de 
una convivencia pacífica (Sen-
tencia C-211, 2017), dado que 
los espacios públicos cumplen 
una labor democrática esencial 
en las ciudades y son un ele-
mento fundamental para la re-
ducción de la pobreza.

Es por esta última razón, que 
la Nueva Agenda Urbana (NAU) 
aprobada en 2016 durante la 
Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre la Vivienda y el 
Desarrollo Urbano Sostenible 
(Hábitat III), se refiere a los 
espacios públicos de calidad 
como un factor clave de la sos-
tenibilidad urbana, gracias a su 
importancia en diversos ámbi-
tos como la promoción de la 
interacción social, la salud y el 
bienestar humano, el intercam-
bio económico, la expresión 
cultural y la resiliencia frente 
al cambio climático. Igualmen-
te, este derecho debe tomar 
relevancia pues, en el objetivo 
11 de la Agenda de Desarrollo 
Sostenible 2030, se resalta la 
importancia del acceso univer-
sal a los espacios públicos, en 
particular para las mujeres, los 
niños y niñas, las personas de 
edad y las personas en situa-
ción de discapacidad.

De este deber del Estado de 
velar por el espacio público 
se desprenden otros derechos 
como lo son: El derecho al goce 
del espacio público (Artículo 4. 
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• Deben ofrecer alternativas económicas, la-
borales o de reubicación dentro de los pro-
gramas de regulación del trabajo informal 
(Sentencia T-607, 2017; T-067, 2017 y SU-601A, 
1999). 

• Brindar oportunidades de capacitarse en 
áreas económicamente productivas que les 
permitan iniciar proyectos que puedan garan-
tizarles ingresos aptos para atender sus nece-
sidades (Sentencia T-772, 2003).

1.2.3. Disposiciones Legales.  

En relación con lo anterior, y acorde con los es-
fuerzos del Estado para garantizar los derechos 
de los vendedores informales y armonizar su 
deber de proteger el espacio público, así como 
con los deberes de los vendedores informales, 
se promulgó la Ley 1988 de 2019, por la cual se 
establecen los lineamientos para la formulación, 
implementación y evaluación de una política pú-
blica de los vendedores informales y se dictan 
otras disposiciones. 

     En consecuencia, la política pública constitu-
ye el “conjunto de principios, lineamientos, estra-
tegias, mecanismos, programas y proyectos, que 
orientarán las acciones del Estado, con el fin de 
disminuir el impacto negativo que trae la ejecu-
ción de las políticas públicas de recuperación del 
espacio público” (Artículo 2), la cual contará con 
cinco (5) fases: (i) Alistamiento institucional, (ii) 
Elaboración de la agenda pública, (iii) Formula-
ción y reglamentación, (iv) Implementación y (v) 
Evaluación (Resolución 1213, 2020). 

     A continuación, se presentan los lineamientos 
contenidos en la Ley 1988 de 2019, a través de los 
cuales deberá formularse la política pública, con 
su respectivo análisis normativo:

 1.2.3.1. Establecer programas y proyectos en-
caminados a garantizar el mínimo vital de esta 
población, y a gozar de una subsistencia en con-
diciones dignas, implementando alternativas de 
trabajo formal para vendedores ambulantes y fo-
mentar proyectos productivos. 

Como se expresaba en líneas anteriores, la ga-
rantía del mínimo vital implica generar condicio-
nes de vida mínimas compatibles con la dignidad, 
esto incluye la alimentación, la salud, la vivienda, 
la educación y un ingreso mínimo de subsistencia 
(Quintero, et al., 2017). 

De otro lado, las alternativas de trabajo formal 
consisten en procesos de formalización que re-
presenten ingresos dignos y protección social 
para el trabajador y su familia, respetando la le-
gislación aplicable que conlleve a una mejor cali-
dad de vida, progreso social y económico (Minis-
terio del Trabajo, 2020). Esto significa que, existen 
dos vías para la formalización: La empleabilidad 
de un lado, y el emprendimiento o generación de 
empresa, de otro lado. 

Para ello, la legislación colombiana ha dispuesto 
de diversos mecanismos e instrumentos, como 
son: 

• La política de generación de ingresos 
(Conpes 3616, 2009).

• El Servicio Público de Empleo, que tiene 
como función esencial la mejor organiza-
ción del mercado de trabajo, en el que se 
ayudará a los trabajadores a encontrar un 
empleo conveniente, y a los empleadores 
a contratar trabajadores apropiados a las 
necesidades de las empresas (Ley 1636, 
2013 y Decreto 2852, 2013) y mecanismos o 
programas como la Ruta de Empleabilidad 
(Sector Trabajo, 2019). 

• La Red Nacional de Formalización Laboral 
(Decreto 567, 2014). 

• La focalización de programas de desarro-
llo empresarial, a través de programas de 
microcrédito y crédito, el apoyo técnico y 
financiero, capacitación asistencia técnica 
y asesoría especializada, fortalecimiento de 
relaciones Universidad-Empresa-Estado, 
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mejorar la ocupabilidad, diseñando, ges-
tionando y evaluando una oferta que con-
temple todas las necesidades formativas 
de una persona en situación de exclusión 
y que cubra las etapas para su inserción 
social y laboral (Articulo 3. Ley 1429, 2010). 

• La política nacional de emprendimiento 
(Conpes 4011, 2020) en la cual Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo, con el apoyo 
del Servicio Nacional de Aprendizaje, el De-
partamento para la Prosperidad Social y el 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 
formulará e implementará una estrategia de 
fortalecimiento a emprendimientos de sub-
sistencia e inclusión, que permita el mejo-
ramiento de las capacidades productivas, a 

través de iniciativas de asistencia técnica y 
mentorías, incluyendo apoyo técnico para 
trámites y requisitos de producto y funcio-
namiento, de acuerdo con las realidades lo-
cales. Igualmente, la Consejería Presidencial 
para la Equidad de la Mujer, diseñará e im-
plementará una estrategia para la prestación 
de asistencia técnica integral para creación de 
modelos empresariales viables y el desarrollo 
productivo de las empresas de mujeres, es-
pecialmente para la estructuración y ejecu-
ción de proyectos productivos y la creación 
de modelos empresariales viables y rentables.

• Progresividad en el pago de obligaciones tri-
butarias y parafiscales. 

• Descuentos en el pago de impuestos. 

• Simplificación de trámites laborales y                     
comerciales. 

• Reglamentación de microcréditos a través 
del sector financiero (Artículo 182. Ley 1955, 
2019). 

• Fomento al desarrollo de cadenas pro-
ductivas entre empresarios Mipymes y Or-
ganizaciones Solidarias (Ley 1955, 2019).

• Promoción del desarrollo de micro, pe-
queña y mediana empresa (Ley 905, 2004). 

• Acceso a recursos para proyectos de in-
cubadoras, asociadas al Servicio Nacional 
de Aprendizaje (SENA) (Ley 334, 1996). 

• Reactivación empresarial y reestructura-
ción con apoyo de los entes territoriales 
(Ley 550, 1999). 

• Programa Banca de las Oportunidades, 
administrador de la política pública de in-
clusión financiera para promover el acce-
so y uso de servicios financieros a familias 
vulnerables, microempresarios, pequeña y 
mediana empresa (Banca de las Oportuni-
dades, s.f.).

La Política Nacional de Inclusión y Educación 
económica y financiera (Conpes 4005, 2020) en 
la cual el Ministerio de Comercio, Industria y Tu-
rismo junto con el Ministerio de Agricultura y De-
sarrollo Rural y el Departamento de Prosperidad 
Social diseñarán e implementarán instrumentos 
para la profundización de la inclusión y educación 
62 financiera, especialmente el fomento de las 
microfinanzas para emprendimientos y microne-
gocios en contextos urbanos y rurales, a través de 
alianzas con entidades sin ánimo de lucro espe-
cializadas en el acceso de servicios microfinan-
cieros, entre otros mecanismos, incluyendo un 
enfoque especial para las poblaciones vulnera-
bles y de especial protección constitucional.

• Funcionamiento del Fondo Emprender 
para la financiación de iniciativas empresa-
riales (Decreto 934, 2003). 

•Fortalecimiento de la Red Nacional y Red 
Regional para el Emprendimiento, educa-
ción para el fomento del emprendimiento, 
actividades de promoción como macro-
rruedas de negocios e inversión y creación 
de nuevas empresas (Ley 1014, 2006). 

• Fortalecimiento y medidas para la crea-
ción de empresa joven (Ley 1780, 2016). 

• Fortalecimiento a través del Programa Co-
lombia Productiva (Artículo 163, Ley 1955, 
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2019), el fortalecimiento empresarial de las 
organizaciones de economía solidaria (Artí-
culo 164) y de desarrollo de economía na-
ranja (Artículo 179). 

• Expansión de oportunidades a través del 
estímulo al emprendimiento, formalización 
del trabajo y actividades económicas (Artí-
culo 3. Ley 1955, 2019) e inclusión laboral 
(Artículo 195). 

• Fortalecimiento empresarial de las orga-
nizaciones de la economía solidaria (Artícu-
lo 164. Ley 1955, 2019)

• Programas de salud ocupacional perma-
nente para los vendedores informales y sis-
temas de vigilancia epidemiológica para los 
riesgos relacionados con la seguridad y sa-
lud en el trabajo, en el marco de la política 
de promoción y prevención para la protec-
ción de la salud de los trabajadores en el 
sector formal, informal e independientes. 
(Ministerio de Salud, 2008 pp. 60-66).

• El Plan Decenal de Salud Pública (Ley 1751, 
2013; Ley 1438, 2011; Resolución 1841, 2013) 
el cual permite guiar la acción intersectorial 
e integrada hacia las poblaciones de traba-
jadores informales, además de los formales 
para proporcionar entornos saludables; así 
como, al “fomento de la vigilancia epide-
miológica ocupacional”, la cual consiste en 
identificar los riesgos ocupacionales y sus 
efectos sobre esta población trabajadora y 
establecer sus intervenciones en sectores 
como: agricultura, ganadería, silvicultura, 
pesca, manufactura, minería, comercio, ar-
tesanos; dirigida a población priorizada: jó-
venes trabajadores entre 15 y 18 años, mu-
jeres rurales trabajadoras, adultos mayores 
trabajadores, personas trabajadoras con 
discapacidad y otros grupos diferenciales. 

Frente a lo anterior es importante señalar que, si 
bien estas disposiciones tienen una orientación 
a la formalización, ya sea laboral o empresarial, 
mediante el acceso al empleo, a través de la con-
tratación laboral o la formalización empresarial, 
por medio de la potencialización de micro, pe-
queñas y medianas empresas, el avance regula-
torio es limitado en materia de emprendimiento 
de subsistencia o de unidades productivas, re-
lacionadas con los vendedores informales, signi-
ficando esto que existe un importante reto que 
abordar y barreras sociales, económicas y legales 
que superar. También para establecer programas 
y proyectos encaminados a garantizar el mínimo 

vital de la población vendedora informal y a gozar 
de una subsistencia en condiciones dignas, no se 
puede olvidar, ni ser ajeno al fenómeno migrato-
rio que ha tenido el país, como se identificó en 
los antecedentes de esta política pública. 

En ese sentido, mediante el decreto 216 de 2021, 
el Gobierno Nacional adoptó el Estatuto Temporal 
de Protección para Migrantes Venezolanos bajo 
régimen de protección Temporal y adicionó un 
parágrafo transitorio al artículo 2.2.1.11.2.5. del De-
creto 1067 de 2015 en el sentido de crear el permi-
so de protección temporal PPT, que será expedido 
por la unidad Administrativa Especial Migración 
Colombia y que tendrá una vigencia igual a la del 
mencionado estatuto, esto es a 10 años. También 
mediante el Decreto 542 de 2018 la Unidad Na-
cional de Gestión del Riesgo de Desastres (UN-
GRD) creó el Registro Administrativo de Migrantes 
Venezolanos (RAMV) para la caracterización de 
esta población, la Unidad Administrativa Especial 
del Servicio Público de empleo puso a disposición 
de 22.000 colombianos retornados, 200 empleos 
temporales (Conpes 3950, 2018). Además, en el 
2018, el Ministerio del Trabajo construyó el Regis-
tro Único de Trabajadores Extranjeros en Colom-
bia (RUTEC). 

En el 2020 se crea el Permiso Especial de Perma-
nencia para el Fomento de la Formalización como 
un esfuerzo para disminuir la informalidad laboral 
y permitir el acceso al trabajo de los venezolanos 
en situación migratoria irregular en condiciones 
de aseguramiento (Decreto 117, 2020). De igual 
forma en el Conpes 3950 de 2018, “Estrategia 
para la atención de la migración desde Venezue-
la” se recomendó lo siguiente:

• Al Ministerio del Trabajo, diseñar y aplicar 
cursos en normatividad laboral para migran-
tes regulares e irregulares e implementar el 
RUTEC. 

• Al Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA), 
certificar el aprendizaje y experiencia adquiri-
da a lo largo de la vida laboral de la población 
retornada y migrantes venezolanos regula-
res, capacitar con programas de formación 
complementaria a la población retornada y 
migrantes, sensibilizar y entrenar a través de 
los Centros de Desarrollo Empresarial para 
la estructuración de sus ideas de negocios. 

• A la Unidad Especial del Servicio Público de 
Empleo facilitar el acceso en la ruta de em-
pleabilidad y brindar la orientación ocupacio-
nal necesaria. 
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• Al Ministerio de Salud y Protección Social, 
brindar asistencia técnica a las entidades te-
rritoriales sobre la ruta de afiliación para los 
migrantes y retornados. 

Vale aclarar que, de acuerdo con el artículo 100 
de la Constitución Política, esta política pública 
se aplicará a los extranjeros que se encuentren 
en estado regular en el país, dado que por dis-
posición constitucional se indica que los extran-
jeros gozarán, en el territorio de la República, de 
garantías concedidas a los nacionales, salvo las 
limitaciones que establezcan la Constitución y la 
ley. 

En ese sentido, el Gobierno Nacional ostenta la 
competencia discrecional para autorizar y regular 
el ingreso, permanencia y salida de personas del 
territorio nacional, de conformidad con el artícu-
lo 2.2.1.11.2. del Decreto 1067 de 2015, modificado 
por el artículo 43 del Decreto 1743 de 2015, para 
lo cual el Ministerio de Relaciones Exteriores le 
corresponde, formular, planear, coordinar, ejecu-
tar y evaluar la política exterior de Colombia, de 
igual manera es su función, dar las autorizaciones 
de ingreso de extranjeros al país (Artículo 1.1.1.1. 
Decreto 1067, 2015; Artículo 4, Decreto 869, 2016) 

Igualmente, la Unidad Administrativa Especial 
Migración Colombia cumple la función de desa-
rrollar los tipos, características y requisitos para 
el otorgamiento de Permisos de Ingreso y Per-
manencia, Permisos Temporales de Permanencia 
y Permisos de Ingreso de Grupo en Tránsito, en 
concordancia con el artículo 2.2.1.11.2.5. del De-
creto 1067 de 2015, modificado por el artículo 
2º del Decreto 1325 de 2016 así como también, 
la vigilancia y control migratorio de nacionales 
y extranjeros en el territorio nacional (Artículo 
2.2.1.11.3. Decreto 1067, 2015). 

Frente a lo anterior es importante señalar que, si 
bien estas disposiciones tienen una orientación 
a la formalización, ya sea laboral o empresarial, 
mediante el acceso al empleo, a través de la con-
tratación laboral o la formalización empresarial, a 
través de la potencialización de micro, pequeñas 
y medianas empresas, el avance regulatorio es 
limitado en materia de emprendimiento de sub-
sistencia o de unidades productivas, relacionadas 
con los vendedores informales, significando esto 
que existe un importante reto que abordar y ba-
rreras sociales, económicas y legales que superar. 

También para establecer programas y proyectos 
encaminados a garantizar el mínimo vital de la 
población vendedora informal y a gozar de una 
subsistencia en condiciones dignas, no se puede 
olvidar ni ser ajeno al fenómeno migratorio que 

ha tenido el país, como se identificó en los ante-
cedentes de esta política pública. 

En ese sentido, se estableció el Permiso Especial 
de Permanencia (PEP), el cual tiene una vigen-
cia máxima de dos años a partir su expedición, 
permite acceder a la oferta del Estado en tér-
minos de educación y salud, y autoriza a ejer-
cer cualquier actividad económica legal. También 
mediante el Decreto 542 de 2018 la Unidad Na-
cional de Gestión del Riesgo de Desastres (UN-
GRD) creó el Registro Administrativo de Migrantes 
Venezolanos (RAMV) para la caracterización de 
esta población, la Unidad Administrativa Especial 
del Servicio Público de empleo puso a disposición 
de 22.000 colombianos retornados, 200 empleos 
temporales (Conpes 3950, 2018). Además, en el 
2018, el Ministerio del Trabajo construyó el Regis-
tro Único de Trabajadores Extranjeros en Colom-
bia (RUTEC). 

En el 2020 se crea el Permiso Especial de Perma-
nencia para el Fomento de la Formalización como 
un esfuerzo para disminuir la informalidad laboral 
y permitir el acceso al trabajo de los venezolanos 
en situación migratoria irregular en condiciones 
de aseguramiento (Decreto 117, 2020). 

De igual forma en el Conpes 3950 de 2018, “Es-
trategia para la atención de la migración desde 
Venezuela” se recomendó lo siguiente: 

• Al Ministerio del Trabajo, diseñar y apli-
car cursos en normatividad laboral para 
migrantes regulares e irregulares e imple-
mentar el RUTEC. 

• Al Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA), 
certificar el aprendizaje y experiencia ad-
quirida a lo largo de la vida laboral de la 
población retornada y migrantes venezola-
nos regulares, capacitar con programas de 
formación complementaria a la población 
retornada y migrantes, sensibilizar y entre-
nar a través de los Centros de Desarrollo 
Empresarial para la estructuración de sus 
ideas de negocios. 

• A la Unidad Especial del Servicio Público 
de Empleo facilitar el acceso en la ruta de 
empleabilidad y brindar la orientación ocu-
pacional necesaria. 

• Al Ministerio de Salud y Protección Social, 
brindar asistencia técnica a las entidades 
territoriales sobre la ruta de afiliación para 
los migrantes y retornados.
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 1.2.3.2. Desarrollar programas de capacitación a 
vendedores informales en diversas artes u ofi-
cios a través del Servicio Nacional de Aprendizaje 
(SENA). 

Como se expresó, existe el deber constitucional 
del Estado de brindar la capacitación y forma-
ción técnica y para el trabajo a todo aquel que 
lo requiera. En ese sentido, la formación para el 
trabajo es el proceso educativo formativo, orga-
nizado y sistemático, mediante el cual las per-
sonas adquieren y desarrollan a lo largo de su 
vida competencias laborales, específicas o trans-
versales, relacionadas con uno o varios campos 
ocupacionales, que le permiten ejercer una acti-
vidad productiva como empleado o emprendedor 
de forma individual o colectiva (Decreto 2020, 
2006). 

Este tipo de formación se ofrece con el objetivo 
de complementar, actualizar, suplir conocimien-
tos y formar, en aspectos académicos o labora-
les, con el fin de obtener certificados de aptitud 
ocupacional (Decreto 4904, 2009), promoviendo 
el desarrollo de conocimientos técnicos y habili-
dades, la capacitación para el desempeño arte-
sanal, artístico, recreacional, ocupacional y com-
petencias laborales específicas.  

En ese sentido, el SENA articula el sistema edu-
cativo a nivel de educación básica, complemen-
taria y formación para el trabajo, con el sistema 
productivo y certifica el aprendizaje y experiencia 
adquirida a lo largo de la vida laboral.

 1.2.3.3. Reglamentar el funcionamiento de es-
pacios o Locales Comerciales de Interés Social 
(LCIS), para promover la inclusión social y mejorar 
condiciones de vida de vendedores informales. 

El espacio público se entiende como el conjunto 
de inmuebles públicos y los elementos arquitec-
tónicos y naturales de inmuebles privados, des-
tinados a la satisfacción de necesidades urbanas 
colectivas que trascienden los límites de los in-
tereses individuales de los habitantes (Artículo 5. 
Ley 9, 1989, adicionado Ley 388, 1997) y es deber 
del Estado velar por la protección de la integri-
dad de este y su destinación al uso común, el 
cual prevalecerá sobre el interés particular (Artí-
culo 2.2.2.3.1.1. Decreto 1077, 2017). 

Así las cosas, los bienes de uso público son 
aquellos de propiedad de la Nación o las entida-
des territoriales, cuyo uso pertenece a todos los 
habitantes de un territorio y tienen el carácter de 
inalienables, imprescriptibles e inembargables 
(Artículo 63 de la Constitución Política).

Por ello, los municipios y distritos podrán crear 
entidades responsables de la administración, 
desarrollo y mantenimiento del espacio público, 
que cumplirán con funciones como las de elabo-
rar el inventario del espacio público, definir políti-
cas y estrategias, articular con otras entidades, la 
gestión del espacio público o definir criterios de 
intervención (Artículo 2.2.3.3.2). Además, deben 
establecer directrices y orientaciones para el or-
denamiento de su territorio para determinar es-
cenarios de uso y ocupación, orientar la localiza-
ción de infraestructura física-social que permita 
aprovechar las ventajas competitivas regionales 
(Artículo 29. Ley 1454, 2011) y cumplir con las sen-
tencias judiciales que le ordenen la recuperación 
o no del espacio público en determinadas zonas.

De igual manera, la Ley 388 de 1997 estableció 
directrices en materia de espacio público, pues 
se dispuso como objetivo garantizar que la uti-
lización del suelo por parte de sus propietarios 
se ajuste a la función social de la propiedad y 
permita hacer efectivos los derechos constitu-
cionales a la vivienda y a los servicios públicos 
domiciliarios, y velar por la creación y la defensa 
del espacio público, así como por la protección 
del medio ambiente y la prevención de desas-
tres (Artículo 1). En ese sentido, el ordenamiento 
territorial tiene por objeto complementar la pla-
nificación económica y social con la dimensión 
territorial, identificar las necesidades de espacio 
público, priorizando los requerimientos de los ni-
ños, niñas, adolescentes, mujeres, adultos ma-
yores y personas en condición de discapacidad, 
racionalizar las intervenciones sobre el territorio 
y orientar su desarrollo y aprovechamiento sos-
tenible”, mediante, entre otros, la definición de 
las estrategias territoriales de uso, ocupación y 
manejo del suelo; y la definición de los progra-
mas y proyectos que concretan estos propósitos 
(Artículo 2).

Estas funciones de los entes territoriales fueron 
recordadas en el Conpes 3718 de 2012 Política 
Nacional de Espacio Público, en el que se sugirió 
consolidar los expedientes municipales en sis-
temas de información y seguimiento al espacio 
público, esto es, consolidar herramientas de in-
formación para inventariar y gestionar el espacio 
público que permitan ejercer el control urbano 
y la intervención, mediante instrumentos y me-
canismos para la regulación del aprovechamien-
to económico del espacio público. También son 
funciones del alcalde, dictar dentro del área de 
su competencia los reglamentos de policía local, 
necesarios para el cumplimiento de las normas 
superiores (Artículo 29. Ley 1551, 2012). Además, 
que tiene como objetivo definir un marco regu-
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latorio y de estándares que garanticen el acceso 
de toda la población a los espacios públicos de 
forma libre y segura. 

Por su parte, la Ley 2037 de 2020 incluye las me-
didas para que en el ordenamiento territorial mu-
nicipal y distrital se complemente la planificación 
económica y social con la dimensión territorial, 
se identifiquen las necesidades de espacio públi-
co, priorizando los requerimientos de los niños, 
niñas, adolescentes, mujeres, adultos mayores 
y personas en condición de discapacidad. Tam-
bién, se contempla la necesidad de racionalizar 
las intervenciones sobre el territorio y orientar su 
desarrollo y aprovechamiento sostenible; lo cual 
será importante incluir por cada una de las en-
tidades territoriales y deberán de estar armoni-
zadas con los lineamientos establecidos por el 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio (Artícu-
lo 3. Ley 2037, 2020). De acuerdo con los requeri-
mientos de funcionamiento de espacios públicos 
de niñas, niños y adolescentes, que la Línea de 
Política Pública para la Prevención y Erradicación 
del Trabajo Infantil, y la Protección al Adolescen-
te Trabajador, define como elementos a tener en 
cuenta en la vivencia del entorno espacio público 
o comunitario, por parte de la población e infan-
cia y adolescencia; todos los escenarios físicos 
que posibilitan la participación en actividades 
culturales, recreativas, deportivas, formativas, de 
libre esparcimiento o simplemente de ocupación 
en sitios de encuentro público. Lo anterior, como 
espacios propios de los procesos de reproduc-
ción social y cultural, tales como: plazas, vías, 
parques, bibliotecas, ludotecas, casas de cultura, 
etc.

Así también, será obligación de todos y cada uno 
de los establecimientos de comercio abiertos al 
público, prestar el servicio de baño a niños y ni-
ñas, mujeres en evidente estado de embarazo, 
adultos de la tercera edad y personas en situa-
ción de discapacidad, cuando estos lo soliciten, 
sin importar que sean o no clientes, siendo po-
testad de dichos establecimientos el cobro por 
este servicio, de acuerdo con lo regulado por los 
entes territoriales (Artículo 88 Ley 1801, 2016). 
Esto en virtud de la promoción y especial pro-
tección de estas personas, pues por su condición 
física o mental se encuentran en debilidad mani-
fiesta (Sentencia C-329, 2019). 

De otro lado, y de acuerdo con la Ley 9 de 1979 y 
la Resolución 604 de 1993, esta última la cual se 
aplica a las ventas de tipo formal, reorganizadas o 
reubicadas por las autoridades competentes, se 
dispusieron las condiciones sanitarias de las ven-
tas de alimentos en la vía pública como lo son la 

capacitación del manipulador-vendedor, las con-
diciones del puesto de venta, preparación y ser-
vido de alimentos, requisitos en el transporte de 
estos alimentos, permisos y control; lo que será 
relevante al momento del ejercicio de la actividad 
por parte de los vendedores informales.

 1.2.3.4. Experiencia internacional de aplicación 
de las políticas para el aprovechamiento y me-
joramiento de los espacios públicos, dirigida por 
la Organización Mundial de Ciudades y Gobiernos 
Locales Unidos (CGLU)

Establecer acciones de control y seguimiento que 
permitan evidenciar la evolución de la situación 
socioeconómica de la población, para la toma de 
decisiones, desarrollar un sistema de registro e 
inscripción de los vendedores informales, que 
permita caracterizarlos, que se actualice perma-
nentemente y concertado con las asociaciones 
de venteros, promover la carnetización de los 
vendedores informales para facilitar su identifi-
cación en el espacio público e impulsar investiga-
ciones o estudios sobre los vendedores informar-
les, a fin de enfocar soluciones a sus problemas 
prioritarios. 

La carnetización se trata de una herramienta de 
identificación y registro, dispuesta por la Ley 1988 
de 2019 y como se observará en los antecedentes 
a nivel nacional, se ha utilizado como un meca-
nismo para identificación, planeación territorial y 
para la caracterización de la población vendedora 
informal. De igual manera ocurre con los siste-
mas de registro implementados en diferentes en-
tes territoriales, para obtener datos que permitan 
realizar el seguimiento adecuado. La disponibili-
dad de información y el estudio de las condicio-
nes de esta población son fundamentales para la 
toma de decisiones pertinentes y oportunas.

 1.2.3.5. Disponer de espacios seguros para las ac-
tividades que realizan los vendedores informales. 

Sobre la seguridad y convivencia, en el Código 
Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana, 
Ley 1801 de 2016, se incluyó que un comporta-
miento contrario al cuidado e integridad del es-
pacio público es ocuparlo en violación de las nor-
mas vigentes (Artículo 140, numeral 4) y promover 
o facilitar el uso de este violando normas y ju-
risprudencia constitucional vigente (Artículo 140, 
numeral 6).  

Sin embargo, de acuerdo con los últimos desa-
rrollos jurisprudenciales, la Corte Constitucional 
ha establecido que no es una conducta contraria, 
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13. Según la estructura ya aprobada y establecida en el Decreto 295 de 2017 (el cual que reglamenta la contribución de terceros a BEPS) y en el 
Decreto 2012 de 2017 (que instituye el uso de recursos de la Estampilla Pro Cultura para el acceso de los creadores gestores culturales a BEPS), 
la protección a la vejez a través de BEPS para población en condiciones de vulnerabilidad puede darse a través de dos líneas de acción: (i) La 
financiación de aportes, que busca incrementar el capital de ahorro en BEPS para que los beneficiarios puedan disponer de este una vez cumplan 
los requisitos de edad y, (ii) la financiación de anualidades, que busca otorgar a los adultos mayores, en edad de retiro, la totalidad del recurso 
necesario para asegurarles con BEPS un ingreso periódico y vitalicio.

el adquirir o consumir bienes o servicios ofreci-
dos por vendedores informales (Sentencia C-489, 
2019). 

Lo anterior debido a que “la jurisprudencia cons-
titucional ha sido enfática en la protección cons-
titucional del derecho al trabajo especialmente 
de las personas que se dedican a las ventas in-
formales. Tras comprender que el trabajo es un 
vehículo de acceso a la ciudadanía social, en 
tanto permite que las personas, a través del in-
greso que deriva de sus labores, se provea de 
alimentación, vivienda, estudio, recreación, en-
tre otros, la Corte ha señalado que, en principio, 
no es posible limitar su ejercicio cuando este se 
realiza en escenarios no formales; para ello ade-
más se ha prevalido de los principios de buena fe 
y de confianza legítima cuando las autoridades 
han permitido que se ocupen los espacios públi-
cos en la realización de ese tipo de actividades” 
(Sentencia C-489, 2019). 

En el análisis constitucional se demandaron las 
expresiones “promover o facilitar”, pues se daba 
a entender que las autoridades de policía tenían 
la facultad de sancionar a las personas que acu-
den a mercados informales, ambulantes, ubica-
dos en el espacio público, a adquirir productos 
que allí se comercian. No obstante, el Estado tie-
ne el deber de velar por la integridad del espacio 
público, pero encuentra límites en los derechos 
fundamentales de las personas que, amparadas 
en el principio de buena fe, se han dedicado a las 
actividades informales en zonas de espacio pú-
blico, por su parte, el comprador tampoco puede 
soportar los efectos lesivos e injustificados.  

 1.2.3.6 Posibilitar la vinculación de vendedores 
informales con ingresos inferiores a un salario 
mínimo mensual vigente a los diferentes meca-
nismos de protección social. 

Frente a los vendedores informales se debe re-
conocer que pueden surgir dos escenarios: El pri-
mero de ellos en el cual devenguen ingresos infe-
riores a un salario mínimo legal mensual vigente 
(SMLMV); el segundo es que devenguen ingresos 
iguales o superiores al SMLMV.

     Respecto al primer escenario es necesario 
anotar que en el Plan Nacional de Desarrollo 
(PND) 2018-2022, se da una transición, en la cual 

se establece que las personas cuyos ingresos 
mensuales sean inferiores a un (1) Salario Mínimo 
Legal Vigente, deberán vincularse al Piso de Pro-
tección Social, compuesto por: El Régimen Sub-
sidiado del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud, el Servicio Social Complementario de 
Beneficios Económicos Periódicos BEPS13 como 
mecanismo de protección en la vejez y el Seguro 
Inclusivo que ampara los riesgos derivados de la 
actividad laboral y de las enfermedades cubiertas 
por este modelo de aseguramiento (Artículo 193. 
Ley 1955, 2019). 

Adicionalmente, los vendedores informales pue-
den reconocerse como independientes, que 
podrán devengar ingresos inferiores, iguales o 
superiores al SMLMV. Para el caso de quienes 
devenguen ingresos inferiores al SMLMV será 
aplicable el artículo 193 de la Ley 1955 de 2019, 
desarrollado en el Decreto 1174 de 2020, anterior-
mente mencionado.

De otro lado, es importante mencionar que la po-
blación con ingresos inferiores a 1 SMLMV, tam-
bién pueden acceder al programa de Beneficios 
Económicos Periódicos – BEPS, entendido este, 
como un mecanismo individual, independiente, 
autónomo y voluntario de protección para la ve-
jez, que se ofrece como parte de los servicios 
sociales complementarios y que se integra al sis-
tema de protección a la vejez, con el fin de que 
las personas de escasos recursos que participen 
en este mecanismo, obtengan hasta su muerte, 
un ingreso periódico, personal e individual. La fi-
nanciación de este programa, podrá articularse 
con lo establecido en el artículo 71 de la Ley 1955 
de 2019 que asigna a los Concejos Municipales y 
Distritales la facultad de reglamentar, previo es-
tudio de impacto fiscal, que parte del cobro por 
el uso y aprovechamiento del espacio público sea 
destinado a programas de ahorro para la vejez.

Ahora bien, para quienes devenguen ingresos 
iguales o superiores al SMLMV, la norma deter-
mina que los independientes con ingresos netos 
iguales o superiores a 1 salario mínimo legal men-
sual vigente que celebren contratos de prestación 
de servicios personales,  cotizarán mes vencido al 
Sistema de Seguridad Social Integral, sobre una 
base mínima del 40% del valor mensualizado del 
contrato, sin incluir el Impuesto al Valor Agrega-
do (IVA) y los independientes por cuenta propia 
y los trabajadores independientes con contratos 
diferentes a prestación de servicios personales 
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Elaboración Propia.

Nota: Construcción a partir de la Constitución Política, 1991, Ley 136, 1994, Ley 1551 de 2012 y la infor-
mación disponible en: https://c-politica.uniandes.edu.co/oec/index.php?ac=re&main=1&id=1&dat=6#d1

con ingresos netos iguales o superiores a un (1) salario mínimo legal mensual vigente efectuarán su 
cotización mes vencido, sobre una base mínima de cotización del 40% del valor mensualizado de los 
ingresos, sin incluir el Impuesto al Valor Agregado – IVA, imputando costos y deducciones causados 
por la actividad (Artículo 244. Ley 1955, 2019).

     Por último, vale destacar que, para el caso específico de los vendedores informales, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 71 del Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022, los concejos munici-
pales y distritales podrán reglamentar, previo estudio de impacto fiscal, que parte del cobro para el 
uso y aprovechamiento del espacio público se podrá destinar a programas de ahorro para la vejez.

 1.2.3.7 Competencias Nación - Entidades Territoriales 

Una vez revisados los fundamentos constitucionales, jurisprudenciales y legales de esta política pú-
blica, se presenta a continuación, las competencias del nivel Nacional y de los entes territoriales en 
la formulación, implementación, ejecución y seguimiento de la política pública:

Figura 1. Funciones Nación - Entes Territoriales

Departamento

Nación

Distrito o
municipio

• Conservar el orden público.
• Dictar las orientaciones generales que deben regir 
los distintos organismos para la dirección económica 
y social, de comercio exterior, de seguridad y defensa 
nacional, en seguridad ciudadana, ciencia y tecnología, 
competitividad y planeación. 
• Proponer, dirigir y coordinar las políticas públicas. 
• Asesorar en la definición de políticas, planes y pro-
gramas.
• Proponer proyectos de ley, preparar decretos y reso-
luciones.
• Coordinar la ejecución de los planes y programas con 
las entidades territoriales, prestar asesoría, coopera-
ción y asistencia técnica. 
• Cumplir con funciones de inspección y vigilancia.

• Administración de los asuntos seccionales.
• Planificación y promoción del desarrollo económi-
co y social dentro de su territorio. 
• Apoyo crediticio a municipios presupuesto depar-
tamental y anual de rentas y gastos. 
• Funciones administrativas, de coordinación, de 
complementariedad de la acción municipal, de 
intermediación entre la nación y los municipios y de 
prestación de servicios, según la ley.

• Prestar los servicios públicos determinados por 
la ley.
• Construir las obras que demanden el progreso 
local.
• Ordenar el desarrollo de su territorio. 
• Promover la participación comunitaria. 
• Promover el mejoramiento social y cultural de sus 
habitantes. 
• Cumplir con la ley y la Constitución, las 
ordenanzas y acuerdos del concejo. 
• Planificar el desarrollo económico, social y 
ambiental de su territorio. 
• Solucionar las necesidades insatisfechas de salud, 
educación, saneamiento ambiental, agua potable, 
servicios públicos domiciliarios, vivienda recreación 
y deporte, en concurrencia, complementariedad y 
coordinación con las demás entidades territoriales 
y la Nación.
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Marco Conceptual1.3.

En la Ley 1988 de 2019 “por la cual se establecen 
los lineamientos para la formulación, implemen-
tación y evaluación de una política pública de los 
vendedores informales y se dictan otras disposi-
ciones” se realiza la clasificación de los vendedo-
res informales así:

	 • Vendedores informales: Personas que 
se dediquen voluntariamente al comercio de bie-
nes o servicios en el espacio público, como medio 
básico de subsistencia. 

	 • Vendedores Informales Ambulantes: 
Los que realizan su labor, presentan diversas ex-
presiones artísticas o prestan sus servicios reco-
rriendo las vías y demás espacios de uso público, 
sin estacionarse temporal o permanentemente 
en un lugar específico, utilizando sus capacida-
des, un elemento móvil portátil o su propio cuer-
po para transportar las mercancías. . 

	 • Vendedores Informales Semiestaciona-
rios: Los que realizan su labor recorriendo las vías 
y demás espacios de uso público, estacionándose 
de manera transitoria en un lugar, con la facili-
dad de poder desplazarse a otro sitio distinto en 
un mismo día, utilizando elementos, tales como 
carretas, carretillas, tapetes, telas, maletas, ca-
jones rodantes o plásticos para transportar las 
mercancías.   

	 • Vendedores Informales Estacionarios: 
Son las personas que para ofrecer sus bienes o 
servicios se establecen de manera permanen-
te en un lugar determinado del espacio público, 
previamente definido para la respectiva autoridad 
municipal o distrital, mediante la utilización de 
kioscos, toldos, vitrinas, casetas o elementos si-
milares. 

	 • Vendedores informales periódicos: Rea-
lizan sus actividades en días específicos de la se-
mana o del mes, o en determinadas horas del día 
en jornadas que pueden llegar a ser inferiores a 
las ocho horas. 

	 • Vendedores informales ocasionales o de 
temporada: Realizan sus actividades en tempora-
das o períodos específicos del año, ligados a fes-
tividades, o eventos conmemorativos, especiales 
o temporadas escolares o de fin de año. 

	 • Temporalidad: La expresión temporal 
para efectos del presente documento se refiere 
al término de implementación de las políticas de 
reubicación o formalización a iniciativa de los en-
tes responsables, bajo ninguna circunstancia se 

podrá interpretar la expresión temporal como un 
plazo perentorio impuesto por la administración 
a los vendedores informales.  

En la Resolución 1213 de 2020 “por medio de la 
cual se reglamentan los plazos y la metodología 
para la elaboración de la política pública de ven-
dedores informales de que trata la Ley 1988 de 
2019” se definen los siguientes conceptos:

	 • Políticas públicas: Son reflejo de los 
ideales y anhelos de la sociedad, expresan los ob-
jetivos de bienestar colectivo y permiten enten-
der hacia donde se quiere orientar el desarrollo y 
cómo hacerlo, evidenciando lo que se pretende 
conseguir con la intervención pública y cómo se 
distribuyen las responsabilidades y recursos en-
tre los actores sociales. Por lo tanto, las políticas 
públicas no son sólo documentos con listados 
de actividades y asignaciones presupuestales, su 
papel va más allá; son la materialización de la 
acción del Estado, el puente visible entre el go-
bierno y la ciudadanía. 

	 • Ciclo de política pública: Representa-
ción con la cual, de una manera pedagógica y se-
cuencial, se integran las fases por las que atra-
viesa esta política pública. Esta representación 
resulta útil al ubicar los diferentes momentos de 
construcción por los que la sociedad y un Estado 
pasan, para configurar la política pública.  

	 • Sistema de actores: El proceso de for-
mulación de la política pública involucra un con-
junto de actores de la sociedad civil que se en-
cuentran organizados o no, esto sobrepasa a las 
personas que integran las instituciones guberna-
mentales.

Para complementar lo dispuesto por la Ley 1988 
de 2019 y la Resolución 1213 de 2020 se plantean 
a continuación intrínsecos a la política pública de 
vendedores informales: 

	 • Alternativa comercial: Son los espacios 
públicos o privados que son ofrecidos a los ven-
dedores informales que ocupan el espacio pú-
blico, con el objetivo de ubicarlos en los equipa-
mientos de la entidad (IPES, 2019)

	 • Asociaciones: Son entes jurídicos sin 
ánimo de lucro que surgen de un acuerdo de vo-
luntades entre dos (2) o más personas vinculadas 
mediante aportes en dinero, especie o actividad, 
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en orden a la realización de un fin de beneficio 
social gremial o de utilidad común (Unidad Admi-
nistrativa Especial de Organizaciones Solidarias 
- UAEOS).

	 • Asociatividad solidaria: Por medio del 
apoyo entre unas y otras, las personas se relacio-
nan y logran un objetivo en común que se hayan 
propuesto. La asociatividad tiene como objetivo 
mejorar las condiciones de vida de una comuni-
dad basando sus prácticas en la solidaridad y la 
cooperación (Unidad Administrativa Especial de 
Organizaciones Solidarias - UAEOS)

	 • Bienes de uso público: Aquellos inmue-
bles que, siendo de dominio de la Nación, una 
entidad territorial o de particulares, están desti-
nados al uso de los habitantes. Para efectos ca-
tastrales se incluyen las calles, vías, plazas, par-
ques públicos, zonas verdes, zonas duras, playas, 
entre otros. 

	 • Cooperativa: Asociación autónoma de 
personas agrupadas voluntariamente para sa-
tisfacer sus necesidades económicas, sociales y 
culturales comunes, por medio de una empresa 
que se posee en conjunto y se controla democrá-
ticamente.

	 • Corporaciones: Son entes jurídicos sin 
ánimo de lucro que surgen de un acuerdo de vo-
luntades entre dos (2) o más personas vinculadas 
mediante aportes en dinero, especie o actividad, 
en orden a la realización de un fin de beneficio 
social gremial o de utilidad común. En las Corpo-
raciones no se requiere que los socios tengan un 
vínculo común, lo común es la causa altruista, es 
decir el proyecto asociativo que los une (UAEOS).

	 • Crédito: Cantidad de dinero, que alguien 
debe a una persona natural o jurídica o entidad 
bancaria, y que el acreedor tiene derecho de exi-
gir y cobrar. 

	 • Economía solidaria: Sistema socio-eco-
nómico, cultural y ambiental conformado por el 
conjunto de fuerzas sociales organizadas en for-
mas asociativas identificadas por prácticas auto-
gestionarias solidarias, democráticas y humanis-
tas, sin ánimo de lucro para el desarrollo integral 
del ser humano como sujeto, actor y fin de la 
economía solidaria (artículo 2. Ley 454 de 1998) 
(UAEOS).

	 • Empleo informal: Conjunto de unidades 
dedicadas a la producción de bienes o la pres-
tación de servicios con la finalidad primordial de 
generar ingresos para las personas que participan 
en esa actividad. Estas unidades funcionan típica-
mente en pequeña escala, con una organización 
rudimentaria, en la que hay muy poca o ninguna 
distinción entre el trabajo y el capital como fac-
tores de producción. En consecuencia, el empleo 
informal se refiere a todas aquellas actividades 
económicas de mercado que operan a partir de 
los recursos de los hogares, pero sin constituirse 
como empresas con una personalidad jurídica in-
dependiente de esos hogares (DANE). El empleo 
informal corresponde a la fuerza laboral que no 
está afiliada al Sistema General de Riesgos La-
borales, componente del Sistema de Seguridad 
Social Integral en Colombia (Ministerio de Salud y 
Protección Social). Según el documento de “Me-
todología Informalidad” de la Gran Encuesta In-
tegrada de Hogares del DANE (2009) una de las 
características que ayuda a dar mayor precisión 
conceptual sobre el empleo informal y que se re-
laciona con las ventas informales es la siguiente: 
“Los trabajadores por cuenta propia que laboran 
en establecimientos hasta cinco personas, ex-
cepto los independientes profesionales” (DANE, 
2009 p. 11)

	 • Emprendedor: Persona con capacidad 
de innovar; entendida esta como la capacidad de 
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generar bienes y servicios de una forma creativa, 
metódica, ética, responsable y efectiva. 

	 • Emprendimiento: Manera de pensar y ac-
tuar orientada hacia la creación de riqueza. Es una 
forma de pensar, razonar y actuar centrada en las 
oportunidades, planteada con visión global y lle-
vada a cabo mediante un liderazgo equilibrado y 
la gestión de un riesgo calculado, su resultado es 
la creación de valor que beneficia a la empresa, la 
economía y la sociedad.  

	 • Emprendimientos de subsistencia:   
Iniciativas de creación o fortalecimiento de uni-
dades productivas desarrolladas por población en 
condición de pobreza monetaria, como mecanis-
mo de generación de ingresos. La mayoría de estos 
emprendedores inician sus unidades productivas 
por necesidad y no necesariamente tiene perspec-
tivas de expandir sus actividades, generar empleo 
o aumentar sostenidamente su producción.

	 • Emprendimiento solidario: Manera de 
pensar, sentir y actuar creativamente, orientada a 
la generación de bienestar social, calidad de vida 
y valor para el individuo y su comunidad que le 
permite desarrollar proyectos socioeconómicos en 
actuación cooperativa y en relación con el entorno. 
Es la disposición de un grupo de personas para 
aportar sus habilidades en la creación de nuevas 
ideas y proyectos de carácter colectivo, para el 
bienestar colectivo (UAEOS).

	 • Empresa asociativa: Organizaciones eco-
nómicas productivas, cuyos asociados aportan su 
capacidad laboral, por tiempo indefinido y algunos 
además entregan al servicio de la organización una 
tecnología o destreza, u otros activos necesarios 
para el cumplimiento de los objetivos de la empre-
sa (IPES).

	 • Entornos: El Decreto 2972 de 2010, en el 
que se formuló el lineamiento Nacional de Entor-
nos saludables 2016, define que los entornos se 
comprenden como “los escenarios de vida cotidia-
na en los cuales los sujetos se desarrollan donde 
constituyen su vida subjetiva, construyen vínculos 
y relaciones con la vida social, histórica, cultu-
ral y política de la sociedad a la que pertenece. 
Son escenarios configurados por dinámicas y por 
condiciones sociales, físicas ambientales, cultu-
rales, políticas y económicas, conde las personas, 
las familias y las comunidades conviven y los que 
se produce una intensa y continua interacción y 
transformación entre ellos y el contexto que les 
rodea. Se caracteriza por tener sujetos con roles 
definidos y una estructura organizativa que com-
prende condiciones de base socio demográfica 
que pueden ser urbanos o rurales”. (Comisión In-
tersectorial de Salud ambiental (CONASA), 2021)

	 • Entornos comunitarios: Se com-
prende como los espacios donde la dinámica 
social de las personas y los colectivos dispues-
tos en grupos de base, redes sociales y comu-
nitarias, o0rganizadas de manera autónoma y 
solidaria, las cuales pueden compartir carac-
terísticas y objetivos comunes y agruparse para 
desarrollar actividades y representarlas ante 
instancias nacionales y/o territoriales; también 
hacen parte los espacios conformados por ele-
mentos constituidos naturales, artificiales y 
elementos complementarios, compuestos por 
espacios abiertos, caracterizados por el libre 
acceso (plazas, parques, vías entre otros) y de 
espacios a los que la comunidad atribuye valor 
político, histórico, cultural y /o sagrado (biblio-
tecas, ludotecas, casa de cultura, museos, tea-
tros, templos, malocas, estadios, escenarios 
de participación entre otros).

Éste se concibe como unidad de gestión desde 
la cual se facilita y se ejerce la participación 
social, la interacción y el empoderamiento co-
munitario, proveyendo y promoviendo espacios 
físicos y simbólicos, consolidando acciones, en 
donde los diferentes sectores, autoridades lo-
cales, instituciones civiles  y la población en 
general se relacionan y participan en la iden-
tificación de necesidades y recursos, así como 
en la elaboración de programas y planes espe-
cíficos para su mejoramiento desde una pers-
pectiva integral de la salud, desarrollo humano, 
sostenible y calidad de vida. (Comisión Inter-
sectorial de Salud ambiental (CONASA), 2021)

	 • Entorno laboral: Escenarios donde las 
personas e individuos se organizan para pro-
ducir bienes y servicios en condiciones que 
promuevan y protejan la salud brindando bien-
estar, a los trabajadores, sus familias y comu-
nidades con la participación en la eliminación y 
mitigación de los factores adversos a su salud, 
comprende los escenarios laborales formales 
e informales. Las intervenciones en el entor-
no laboral con énfasis en la informalidad es el 
conjunto de procedimientos y actividades que 
buscan el bienestar y protección de la salud de 
los trabajadores. 

a. Trabajadores de las actividades de la econo-
mía (agricultura, ganadería, pesca, silvicultura, 
manufactura, minería, comercio y artesanías). 

b. Mujeres rurales trabajadoras

c. Adultos mayores trabajadores 

d. Personas trabajadoras con discapacidad 
(Comisión Intersectorial de Salud ambiental - 
CONASA, 2021)
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	 • Espacio público: conjunto de inmuebles 
públicos y los elementos arquitectónicos y natu-
rales de los inmuebles privados destinados por 
naturaleza, usos o afectación a la satisfacción de 
necesidades urbanas colectivas que trascienden 
los límites de los intereses individuales de los ha-
bitantes. El espacio público es el lugar que hace 
posible el encuentro cotidiano entre personas, 
quienes mediante su acción crean su propia his-
toria y cultura (IPES). La expedición de la Ley 2079 
de 2021, facilita a los municipios mejorar, adminis-
trar, defender y preservar el espacio público de sus 
ciudades y desarrollar, mantener y apoyar financie-
ramente el espacio público, el patrimonio inmobi-
liario y las áreas de cesión, mediante el desarrollo 
de instrumentos que promueven acciones com-
plementarias a las intervenciones y actuaciones 
que adelantan los municipios en áreas delimitadas 
de la ciudad. Así mismo, el CONPES 3718 de 2012 
respecto a los déficit tanto cuantitativo y cuali-
tativo de espacio público en Colombia, establece 
los lineamientos de “Política Nacional de Espacio 
Público” y define estrategias frente a cuatro ejes 
problemáticos: i) dificultades institucionales para 
el financiamiento, asistencia técnica, gestión, in-
formación y control del espacio público; ii) impre-
cisión en los conceptos y normas asociadas con el 
espacio público; iii) debilidades en la aplicación de 
los instrumentos para planear, ordenar y diseñar 
el espacio público en las entidades territoriales y 
autoridades ambientales, y; iv) falta de apropiación 
colectiva de los espacios públicos y dificultades 
para conciliar los intereses públicos y privados en 
el uso de las áreas destinadas a espacio público.

	 • Hábitat: Constituye el referente simbóli-
co y social en que se localiza el ser humano de una 
manera multidimensional. Además de los elemen-
tos que componen la interioridad de la vivienda, 
el hábitat involucra los elementos propios de los 
entornos próximos y remotos (ONU, 2015).

	 • Organizaciones solidarias: Son aquellas 
que realizan actividades sin ánimo de lucro, en 
las cuales los trabajadores o los usuarios según el 
caso, son simultáneamente sus aportantes y ges-
tores. Están creadas con el objeto de producir, dis-
tribuir y consumir conjunta y eficientemente, bie-
nes y servicios para satisfacer las necesidades de 
sus miembros y el desarrollo de obras de servicio 
a la comunidad en general basando sus prácticas 
en la solidaridad y cooperación (UAEOS).

	 • Precariedad laboral: “Así entendida, la 
precariedad se refiere a un concepto multidimen-
sional que abarca aspectos en cierta forma rela-
cionados, como lo son la inestabilidad, la ausencia 
o insuficiencia de protección social, la inseguridad 

y la vulnerabilidad económica (Rodgers, 1989 ci-
tado por Bertranou et. al., 2013 p. 5).

	 • Puntos comerciales: Espacios comer-
ciales ubicados estratégicamente, en donde 
los vendedores informales que ingresan a este 
servicio realizan sus actividades comerciales 
en módulos, locales, cafeterías y espacios que 
conforman esta alternativa comercial; permi-
tiendo así, la generación de ingresos, fortale-
cimiento económico y productivo del usuario 
para hacer viable su ejercicio comercial y la in-
serción en el mercado.  

	 • Vulnerabilidad económica: Se refie-
re a la discriminación, segregación, exclusión, 
estereotipo y/o extinción que un conjunto de 
conocimientos e ideas no especializadas ad-
quiridas gracias al desarrollo de las facultades 
intelectuales, mediante la lectura, el estudio y 
el trabajo enfrentan (IPES).

	 • Vulnerabilidad laboral: Está incluida 
en la vulnerabilidad social, conectándose así 
con la economía informal; así se evidencia en 
informes y análisis de la OIT, organismos inter-
nacionales, autoridades de salud y trabajo, y en 
los estudios realizados para población con em-
pleos informales en Colombia, Brasil, México, 
Chile y Argentina” (Garzón-Duque et. Al., 2017 p. 
6)

	 • Vulnerabilidad social: Busca identifi-
car condiciones que van más allá de la pobreza 
material para aportar elementos a la prioriza-
ción y entrega de subsidios, mostrando, al me-
nos en lo conceptual, un avance con relación al 
enfoque de pobreza que fue poco eficiente para 
revertir la condición de pobreza en personas, 
familias y comunidades” (Garzón-Duque et. Al., 
2017 p. 6). 

En ese sentido, se propone que un trabajador 
informal “ventero” de las calles y aceras de las 
ciudades es aquel que, teniendo un empleo 
de subsistencia, trabaja de día para comer de 
noche, y cuya vulnerabilidad está dada por su 
escasa o inexistente posesión de activos y por 
una mínima estructura de oportunidades para 
prevenir, hacer frente y resistir las situaciones 
críticas que se le presentan cotidianamente, 
poniendo en riesgo su subsistencia y la de las 
personas que tiene a su cargo conectándose así 
vulnerabilidad social y laboral (Garzón Duque, 
2019).
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Análisis del contexto
Pese a la flexibilidad del sector de los vendedores informales, determinada por factores de tipo esta-
cional, el cambio de productos, las diferentes estrategias de ventas y la alta movilidad (IPES, 2020), 
se ha podido avanzar en el abordaje de las ventas informales en diferentes ciudades colombianas y 
se cuentan con experiencias internacionales.

1.4.1. Contexto Nacional

Es necesario destacar igualmente que, previo a la expedición de la Ley 1988 de 2019, ya existían avan-
ces en planes, programas y proyectos a nivel nacional, que a continuación se relacionan:

Tabla 3	 
Avances en planes, programas y proyectos a nivel nacional.

MUNICIPIO AVANCES

Bogotá D.C.

Santiago 
de Cali 

Medellín

• Realización de estudios y mecanismos que han identificado el grado relativo de vul-
nerabilidad que enfrenta el vendedor informal en el espacio público, en cumplimiento 
de las acciones afirmativas exigidas por la Corte Constitucional, específicamente la 
sentencia C-211 de 2017.

• Promover y fomentar el fortalecimiento productivo y empresarial de los vendedores 
informales, de sus familias y de las unidades de negocios.

• Desarrollo de redes empresariales para promover el emprendimiento, la innovación y 
la ampliación del valor agregado.

• Apoyo y asistencia técnica a las unidades de negocio para ampliación y diversificación 
de los productos comercializados. 

• Implementación de herramientas de e-commerce para la ampliación de mercados. 

• Articulación del sistema educativo a nivel de educación básica, complementaria y 
formación para el trabajo con el sistema productivo.

• Ampliación de oportunidades de acceso al financiamiento.

• Fortalecimiento de oportunidades de reubicación.

• Construcción del protocolo de atención integral para la protección social del vendedor 
informal, en conjunto con diecisiete entidades del orden distrital y nacional (IPES, 2020). 

• Decreto 552 del 26 de septiembre de 2018 “Por medio del cual se establece el Marco 
Regulatorio del Aprovechamiento Económico del Espacio Público en el Distrito Capital 
de Bogotá y se dictan otras disposiciones”, en documento se establece el marco regu-
latorio de aprovechamiento económico de espacio público para Bogotá D.C

Se adoptó mediante el Acuerdo 0424 de 2017, la Política Pública de Regulación y 
organización de ventas informales en el espacio público, mediante la cual se de-
terminó: Elaborar un registro de identificación, ubicación y actividad que desarro-
llan los vendedores informales (Artículo 3) y carnetización, realizar la caracterización 
socioeconómica, verificar y actualizar los permisos otorgados para la ocupación de 
espacio público, fortalecer las inversiones sociales y económicas, desarrollar medi-
das pedagógicas y jurídicas, definir lugares donde se pueden ubicar los vendedores 
informales, implementar la recuperación del espacio público mediante operativos de 
inspección, vigilancia y control, realizar campañas educativas con entidades.

Mediante el Acuerdo 42 de 2014 se adoptó la Política Pública para los Venteros 
Informales y sus familias, en la cual se determinó que son deberes y responsabi-
lidades de los venteros informales: Ejercer la labor de acuerdo con lo establecido 
por la ley, mantener el espacio público limpio y ordenado, portar el carnet que lo 
identifica, divulgar la venta de sus productos de acuerdo con los estándares sobre 
ruido, dar cumplimiento a las disposiciones sanitarias, no expender productos que 

1.4.
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MUNICIPIO AVANCES

Medellín

Barranquilla14

Ibagué

Tunja

Bucaramanga

violen las normas de derechos de autor, ni sustancias psicoactivas. 

Adicionalmente, los objetivos de esta política son los de generar 
instrumentos para la formalización social, generación de programas 
de salud, protección social, recreación, seguridad y vivienda; articu-
lación de los diferentes niveles de educación superior y el acceso a 
la educación básica primaria, media y secundaria y de promoción de 
la asociatividad.

Mediante el Decreto 012 de 2014 se adoptó el Plan de Ordenamiento 
Territorial 2012-2032 en el que se incluyó como objetivo del siste-
ma de espacio público, generar una base normativa que permita el 
aprovechamiento económico del espacio público como un mecanis-
mo de gestión y financiación para su administración, mantenimiento 
y generación. Además, se prohíben las áreas para vendedores en 
los parques, pues deberán acogerse a los programas de mercados 
satélites.

En el año de 2016, mediante el Decreto 0941 se adoptó en la estruc-
tura orgánica de la Alcaldía Distrital, la Secretaría de Control Urbano 
y Espacio Público, con el fin de regular el uso, la ocupación y dispo-
sición del suelo y la generación y defensa del espacio público. Esta 
Secretaría desde el año de su conformación y a la fecha ha avanzado 
en diferentes programas de recuperación del espacio público, una 
de ellas “El Centro es tuyo”, en el que se contó con un proyecto de 
reubicación y formalización de vendedores estacionarios y la cons-
trucción del Gran Mercado Público (Gran Bazar).

A partir del Decreto 280 de 2008 se prohibieron las ventas en el 
espacio público y se regularon transitoriamente las existentes. 
Mediante este acto administrativo se adoptó el Registro Úni-
co de Vendedores Informales RUVI, mecanismos de reubicación 
que cumplen con el principio de la confianza legítima y la pro-
hibición de instalación de nuevas casetas en el espacio público. 
Adicionalmente, este municipio ha adelantado procesos para la 
caracterización de la población vendedora informal.

En coordinación con el Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD), en el año de 2014 se preparó la línea base socioe-
conómica de los vendedores informales, para prepararla se realizó la 
caracterización de 594 vendedores informales del municipio. A partir 
de esto se recomendó una ruta de intervención en la que el muni-
cipio debía “reconocer que las ventas callejeras son una realidad 
social, económica y cultural de las ciudades colombianas” (2014. pp. 
42-45), potencializando las condiciones de empleabilidad y relocali-
zación comercial, a través de: 

• La creación de un negocio propio, asociados al comercio de bienes 
y servicios, mediante la capacitación, acceso al crédito, organización 
productiva y apoyo a la comercialización. 

A través del Decreto 0089 de 2018 se adoptó el estudio del Plan 
Maestro de Espacio Público, en el que se determinaron las zonas 
susceptibles de aprovechamiento económico con acceso a servicios 
públicos.

14http://www.barranquillacomovamos.co/bcv/images/PDF/como_vamos_en_espacio_publico_2008-2013.pdf
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MUNICIPIO AVANCES

Tunja

Manizales

Pereira

Armenia

El Rosal

Pasto

• Enganche laboral, dirigido a los vendedores con mayor probabilidad de 
inserción laboral en el sector formal, con el apoyo de aliados importantes 
como el SENA y el Servicio Público de Empleo. 

• Relocalización, mediante puntos de venta localizados y delimitados en 
zonas de aprovechamiento regulado, espacios regulados en plazas de mer-
cado, y relocalización comercial.

Mediante el Acuerdo 443 del 8 de agosto 1999, se reglamentaron las ventas 
informales, con el cual se buscaba definir las condiciones apropiadas para 
la realización de estas ventas y contando con el bienestar de la comuni-
dad, seguridad y salubridad. Esto se hace a través del establecimiento de 
horarios para la realización de estas ventas, autorización para el ejercicio 
de actividad y la realización de un estudio socioeconómico de diagnóstico. 
También se estableció que se podrán realizar convenios para el desarrollo 
del sistema de seguridad social de los vendedores informales y que se de-
sarrollarán formas y sistemas de participación comunitaria y un marco de 
prohibiciones y sanciones.

Mediante el Acuerdo 63 de 2006 se autorizó al Alcalde para disponer y des-
tinar bienes inmuebles de propiedad del municipio para la Reubicación y 
Organización de los Vendedores Informales, para compensar a los vendedo-
res, otorgar créditos a los beneficiarios, a través del Fondo de la Esperanza.  

A través del Acuerdo 049 de 2007, se actualiza el Manual de Convivencia del 
Municipio de Armenia, cuyo objeto es regular el ejercicio de los derechos y 
libertades ciudadanas en el Municipio de Armenia de acuerdo con la Cons-
titución y la Ley, con fines de convivencia ciudadana; establece reglas de 
comportamiento para la convivencia que deben respetarse en el Municipio 
de Armenia; busca el respeto de los derechos fundamentales, derechos 
económicos, sociales, culturales, y de los derechos colectivos y del ambien-
te, así como de los demás derechos reconocidos en tratados y convenios 
internacionales ratificados por el Estado Colombiano.

Mediante el Decreto 064 de 2013 se dictan disposiciones en relación con la pre-
servación del espacio público y su armonización con los derechos de los ven-
dedores informales que lo ocupan, en este se destaca: el registro del vendedor 
informal, la expedición de permisos transitorios para ventas informales, carne-
tización, se determina un único lugar donde pueden desarrollar la actividad, así 
como horarios, se establece un impuesto o tarifa por el uso del espacio público 
y medidas cuando hay ocupación de espacios recuperados. 

Mediante el Decreto 0064 del 6 de marzo de 2019, se implementó el plan 
de reubicación y/o reconversión laboral de los vendedores ambulantes del 
sector carretas de tracción humana y se recupera el espacio público, me-
diante la adopción de alternativas de reubicación, sujetas a planes de nego-
cio, esto es, el ingreso a un puesto en plazas de mercado de conformidad 
con el reglamento interno establecido, la constitución de micronegocios de 
emprendimiento y constitución de mercados móviles.  

Adicionalmente, estas alternativas cuentan con componentes de trabajo, 
apoyo económico, capacitación, permanencia y seguimiento.
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MUNICIPIO AVANCES

El Rosal

Zipaquirá

Tauramena

Granada, 
Meta 

Tibasosa

Sopó 

Además, se establecen garantías para el vendedor informal en las 
que las autoridades de policía no podrán suspender las actividades 
con registro y carnet, ni retener transitoriamente a los vendedores 
o sus bienes.

Por medio del Decreto 171 de 2018 se ordena la preservación de los 
espacios públicos que se encuentran ocupados por los vendedores 
informales, para lo cual se ordena la preservación de diferentes sec-
tores en el municipio.

Mediante el Decreto 003 de 2009 se determinó que para el ejerci-
cio de esta actividad es necesario contar con la autorización de la 
Secretaría de Gobierno, así también se establece el procedimiento 
para dicha autorización, lo relativo a las sanciones, ubicación y for-
ma para el ejercicio de la actividad.

A través del Decreto 147 de 2017 por medio del cual se regula el uso 
y ocupación del espacio público con el objetivo de informar sobre 
los alcances del Plan de Reubicación, informar sobre el marco legal, 
administrativo y organizativo, interlocución institucional con las orga-
nizaciones y personas ocupantes del espacio público, identificar las 
necesidades de capacitación, talleres y preparar los vendedores para 
un mejor desempeño ocupacional y empresarial, gestionar progra-
mas de formación y capacitación para el desarrollo de alternativas.

El Decreto 11 de 2019 creó el Comité Técnico de Trabajo para la ela-
boración y aprobación del estudio socio económico para la reubica-
ción de los vendedores informales del municipio, en el que partici-
pan el Alcalde Municipal o su delegado, el Secretario de Desarrollo 
Agropecuario y Medio Ambiente, Secretaría de Cultura Juventud y 
Deporte, Secretaría de Planeación Municipal, Secretaría de Gobierno 
y Secretaria de Acción Social, Hacienda, Obras Públicas, Almacenista 
municipal, profesional asesor y defensa jurídica.

En el Decreto 004 de 2016 por medio de la cual se reglamenta el 
ejercicio del oficio del vendedor ambulante o estacionario, se deter-
minó que para el ejercicio de este oficio debía contarse con la au-
torización de la Secretaría de Gobierno, se expedirá un permiso por 
núcleo familiar, se establece un procedimiento para las sanciones 
por incumplimiento de estas normas. 

Teniendo en cuenta todo lo desarrollado en la 
Tabla 3 se puede resaltar que en múltiples mu-
nicipios y ciudades del país se ha avanzado en 
términos de reglamentación relacionada con los 
vendedores informales y el uso u ocupación del 
espacio público. Hay, entonces avances frente a 
la intervención del espacio público y la relación 
del mismo con las actividades realizadas por los 
vendedores informales, entre estos avances se 

resaltan los siguientes: Implementación de siste-
mas información o herramientas de identificación 
como la carnetización, programas de registro y 
autorización para el ejercicio de la actividad, pro-
gramas de acceso a la educación y a la seguridad 
social, de formalización laboral o acceso al em-
pleo y de formalización empresarial, programas de 
reubicación y asistencia técnica.
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 1.4.1.1. Otras disposiciones nacionales 

Existen otros documentos que se alinean con la 
política pública de vendedores informales desde 
el nivel nacional, algunos de ellos emitidos por el 
Consejo Nacional de Política Económica y Social 
CONPES, máxima autoridad nacional de planea-
ción, que se desempeña como organismo asesor 
del gobierno en todos los aspectos relacionados 
con el desarrollo económico y social del país. 

En ese sentido, algunos de los más significativos 
son: 

	 •Declaración de importancia estratégica 
del proyecto de inversión apoyo para fomentar 
el acceso con calidad a la educación superior a 
través de incentivos a la demanda en Colombia 
(Conpes 4013 de 2020) que tiene por objeto im-
plementar gradualmente la gratuidad en el acceso 
a educación superior para población vulnerable, 
igualmente contempla incentivos orientados a la 
financiación a grupos poblacionales menos favo-
recidos con líneas de crédito educativo reembol-
sable, condonable y subsidios a través de ICETEX. 
Esta política puede beneficiar a los hijos e hijas 
de los vendedores informales para así disminuir 
el trabajo informal en el espacio público y romper 
con la trampa de la pobreza. Igualmente, puede 
fortalecer a los emprendedores para el impulso 
de sus unidades productivas.

	 •Política Nacional de Comercio Electró-
nico (Conpes 4012 de 2020) Tiene como objetivo 
aumentar la generación de valor social y económi-
co, fortalecer instrumentos de acompañamiento y 
asesorías integrales en el país en las empresas, en 
la ciudadanía y a grupos poblacionales vulnera-
bles, para el fomento de capacidades y habilida-
des en comercio electrónico con el fin de impul-
sar el potencial productivo. Esta política será de 
gran aporte para disminuir los costos asociados a 
las transacciones digitales y aumentar la compe-
titividad y crecimiento económico del país.

	 • Declaración de importancia estratégica 
del proyecto nacional acceso universal a las tec-
nologías de la información y las comunicaciones 
en zonas rurales o apartadas (Conpes 4001 de 
2020) que tiene como objetivo promover la inclu-
sión digital en zonas rurales mediante la oferta de 
acceso público a internet. Se busca dar acceso 
a internet a través de centros públicos a fin de 
mejorar las condiciones de calidad de vida de las 
comunidades rurales mediante la disminución de 
costos de comunicación y transacción. También 
busca la apropiación de tecnología con la oferta 
de conectividad en el largo plazo y de esta forma 
acceder información y al uso de las tecnologías 

TIC, por ello, es importante para los emprendedo-
res de las zonas rurales.

	 • Tecnologías para aprender: política na-
cional para impulsar la innovación en las prácti-
cas educativas a través de las tecnologías digita-
les (Conpes 3988 de 2020) la cual contribuye a 
beneficiar a la población vulnerable para facilitar 
el acceso a internet, a personas con necesida-
des de aprendizajes diversos mediante acciones 
para transformar, estructurar, ejecutar y articu-
lar programas para impulsar la innovación en las 
prácticas educativas a partir de las tecnologías 
digitales. Igualmente, se busca implementar en la 
apropiación y el uso de las tecnologías digitales 
en innovación educativas, además de promover la 
participación de padres, madres, cuidadores, do-
centes y estudiantes. Con esta política se puede 
fortalecer el trabajo desde casa sin tener que salir 
a ocupar un lugar en el espacio público.

	 • Política Nacional para la Transforma-
ción Digital e Inteligencia Artificial (Conpes 3975 
de 2019) La Política establece a las TIC como un 
instrumento habilitado para el emprendimiento, 
la legalidad y la equidad para generar el desarrollo 
social y económico para toda la población. Esta 
política está prevista que beneficie a la población 
vulnerable, zonas rurales apartadas y en los ho-
gares estrato 1 y 2. Además, se busca promover la 
adopción de tecnología y el comercio electróni-
co en aras de la productividad y competitividad, 
a través de la transformación de la mentalidad 
y cultura empresarial; acompañamiento en la 
transformación de los procesos empresariales y 
el desarrollo e implementación de tecnología para 
la transformación digital.

•	  Economía para la gente. A partir de la ar-
ticulación de la oferta, pretende complementar y 
favorecer la concurrencia de acciones de las enti-
dades y actores del Gobierno Nacional orientadas 
a impulsar el crecimiento, la consolidación, la re-
activación y la sostenibilidad de unidades produc-
tivas para impactar la superación de la pobreza y 
la disminución de la desigualdad, en torno a cinco 
ejes de acción: Generación de ingresos, empren-
dimiento y formalización, Desarrollo productivo, 
asociatividad y acceso a mercados, Innovación y 
Tecnología, Entorno competitivo, y Financiamien-
to. Esta alianza con el Ministerio de Comercio, In-
dustria y Turismo para avanzar de forma manco-
munada y contribuir con la estrategia Economía 
para la Gente permitirá que, durante 2020, 2021 y 
2022 más de 580.000 micronegocios avancen en 
la consolidación, la reactivación económica y la 
formalización.
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Figura 2. Empleo No Registrado y Empleo Asalariado Formal 2003-2012 en Argentina

	 • La estrategia para la transición hacia la 
formalidad debería integrarse en el centro de la 
estrategia gubernamental de empleo y trabajo, y 
no ser un proyecto independiente.

	 • La disminución de la informalidad se 
estableció como prioridad y desafío importante.

	 • La estrategia empleada era coherente 
con el marco de políticas públicas y las alianzas 
sociales fomentadas.

	 • La aplicación debería vigilarse y evaluar-
se periódicamente.

   1.4.2.2. Brasil: Desempeño Macroeconómico

Mientras que en 2010 la crisis internacional pro-
vocó un fuerte aumento del desempleo en va-
rios países, en Brasil se observó un aumento de 
7,5% del PIB y el índice promedio de desempleo 
metropolitano cayó a 6,7%, porcentaje significa-
tivamente menor que el observado en el año de 
mayor impacto de la crisis (8,1% en 2009). Esto 

•Política Pública para la Prevención y Erradicación 
del Trabajo Infantil y Protección Integral para el 
Adolescente Trabajador, tiene como objetivo pre-
tender que todos los niños, niñas y adolescentes 
del país crezcan en familia, bajo entornos protec-
tores que los alejen del trabajo infantil, así como 
lograr que el adolescente trabajador ejerza sus 
derechos en el marco del trabajo protegido.

1.4.2. Contexto Internacional

Este diagnóstico internacional muestra el ejem-
plo de algunos países, en los que la aplicación de 
las políticas de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) para reducir el trabajo informal, ha 
mostrado resultados eficaces, especialmente a 
través de la regularización de dichas actividades. 
De la misma forma, se presentan algunos casos 
exitosos de países apoyados por la Organización 
Mundial de Ciudades y Gobiernos Locales Unidos 
(CGLU) que, aprovechando el respaldo y estímulo 
que le da esta organización a las acciones locales 
a favor del desarrollo, han generado programas 
que no solo benefician al sector informal, sino 
también, permiten un mejor aprovechamiento de 
los espacios públicos. 

A continuación, se presentarán algunos casos de 
implementación de la experiencia internacional 
para la construcción de políticas que benefician 
al desarrollo comercial, artes u oficios en espacio 
público.

  1.4.2.1. Argentina: Estrategia Gubernamental de           
empleo y Trabajo.

En un breve período de tiempo, luego de la cri-

sis de 2001-2002, Argentina experimentó una im-
portante caída de la informalidad en el empleo 
asalariado. El indicador de informalidad laboral se 
refiere al empleo que no realiza contribuciones 
a la seguridad social –también denominado “em-
pleo no registrado” (ENR)– el cual experimentó 
una declinación de 15 puntos porcentuales, desde 
el 49% hasta el 34%. (Fabio Bertranou et. al., 2013, 
pp. 1-8).

Entre las lecciones extraídas de este proceso en 
Argentina, figuran las siguientes: (Organización In-
ternacional del Trabajo, 2013, pág. 71).
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refleja un crecimiento notorio del ritmo de gene-
ración de empleos en 2010: 2,9% en áreas metro-
politanas. 

Durante 2011, el índice promedio anual de des-
empleo metropolitano retrocedió aún más y se 
ubicó en 6%, mientras que la ocupación aumentó 
1,3%. La caída del desempleo entre 2004 y 2011 
benefició a todos los grupos: hombres, mujeres, 
población mayor de 50 años, sostenes de familia, 
jóvenes, otros integrantes de la familia. Sin em-
bargo, los hombres de 25 años o más resultaron 
los más favorecidos. Así, la situación se modificó 
sustancialmente: de un desempleo explosivo y 
generalizado en 2002 se pasó a reducidos índi-
ces de desempleo, con pleno empleo en varios 
segmentos y regiones, y un progresivo faltante de 
profesionales de varias especialidades durante el 
periodo 2010-2011. (Dos Santos, Anselmo Luis & 
Krein, José Dari, 2012)

Este fenómeno puede atribuirse a varias razones, 
entre estas:

	 • El desempeño macroeconómico duran-
te la década de 2000 favoreció el aumento del 
número de puestos de trabajo formales. Los ana-
listas han sugerido que hay una relación positi-
va importante entre los movimientos del tipo de 
cambio real y el desempleo.

	 • En 1996 el Gobierno instituyó un nue-
vo sistema de exención y simplificación tributaria 
para microempresas y pequeñas empresas, co-
nocido como Ley Simples.

	 • Las tendencias demográficas han regis-
trado una disminución de las tasas de fertilidad y 
un aumento del número de jóvenes que tuvieron 
acceso al sistema educativo.

	 • Mejor inspección del trabajo debido a 
los cambios en la estructura de incentivos y a 
nuevos métodos destinados a cumplir las metas 
de inspección.

	 • Algunos segmentos de la economía in-
formal, en particular los trabajadores domésti-
cos, registraron un aumento notable de los nive-
les de formalización durante la década de 1990 a 
pesar de su tradicional exclusión de la legislación 
laboral.

    1.4.2.3. Sudáfrica: las luchas de las organiza-
ciones de vendedores informales (Organización 
Internacional del Trabajo, 2013, p. 175)

El municipio de Durban en Sudáfrica suele men-
cionarse como un ejemplo de buena práctica, 
aunque según algunos, se trata más bien de un 
ejemplo de la lucha permanente que afrontan los 
trabajadores informales. El Sindicato de Mujeres 

Trabajadoras por cuenta propia, que se estableció 
en 1994, y la Junta de gestión de comercio infor-
mal, que comenzó a funcionar en 1995, realiza-
ron actividades de promoción y negociación con 
las autoridades locales de Durban a fin de lograr 
infraestructura para los trabajadores informales. 
Gracias a estas actividades se tuvo en cuenta a 
los trabajadores informales en la planificación ur-
bana. En 2001, se adoptó una reconocida política 
sobre la economía informal de Durban, inspirada 
en varios proyectos piloto. En esta se formularon 
sugerencias para mejorar la venta ambulante, por 
ejemplo, en relación con el registro (la simplifica-
ción del proceso de registro y la reducción de su 
costo), la asignación de sitios (los propios inte-
resados negocian los criterios para la asignación 
de sitios, que luego deciden los funcionarios), y 
gastos de explotación (deberían establecerse ho-
norarios diferenciados y transparentes según el 
lugar, el tamaño y los servicios prestados; el pago 
debería simplificarse). Asimismo, la política es-
tableció los principios marco para el reglamento.

De acuerdo con el reglamento de la “Política so-
bre la economía informal de Durban” (EThekwini 
Unicity Municipality, 2001, p. 42), los principios 
rectores de la formulación de reglamentos y nor-
mas, para todos los trabajadores informales de-
berían:
	 • En la medida de lo posible, ser aplica-
bles a toda la zona de gobierno local y no solo a 
la zona central de las ciudades.
	 • Traducirse al idioma local, incluidos los 
dialectos indígenas y campesinos. (En este caso 
específico de Durban se hizo al idioma zulú).
	 • Redactarse teniendo debidamente en 
cuenta el género.
	 • Divulgarse ampliamente en un formato 
de fácil lectura.
	 • Darse a conocer por todos los medios 
de prensa populares.

   1.4.2.4. Tanzania: directrices para la gestión de 
la venta ambulante (Organización Internacional 
del Trabajo, 2013, p. 176)

En Dar es-Salaam (Tanzania) desde principios de 
la década de 1990 se ha otorgado licencias a los 
trabajadores informales que los autorizan a tra-
bajar. Se han normalizado los estantes y las me-
sas y se han adoptado directrices que establecen 
un marco para la gestión de la venta ambulan-
te. Se persuadió al concejo municipal para que 
adoptara un enfoque consultivo que contribuyó 
en gran medida a la aplicación del plan y resolvió 
muchos problemas como la delincuencia y la lim-
pieza en la vía pública.
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   1.4.2.5. India: las ventas ambulantes como una 
práctica constitucionalmente protegida

Desde 1985, la Suprema Corte de la India, ha-
bía decretado que la venta ambulante era una 
práctica constitucionalmente protegida, sujeta a 
restricciones razonables. La sentencia de la Cor-
te en 1985 en el caso del Sindicato de Vendedo-
res Puerta a Puerta de Bombay vs, la Corporación 
Municipal de Bombay, por ejemplo:

	 • Delineó un esquema para regular las 
licencias a ser emitidas a los vendedores am-
bulantes (vendedores puerta a puerta) y para la 
creación de zonas que permitieran la venta puer-
ta a puerta y aquellas que no la permitieran.

	 • Buscó desde su creación proporcionar 
y promover un ambiente favorable para que los 
vendedores ambulantes pudieran ganarse sus 
medios de sustento, y reducir al mismo tiempo, 
la congestión y mantener las condiciones sanita-
rias en las calles y en los espacios públicos.

	 • Reconoce los vendedores ambulantes 
como una parte integral y legítima del sistema de 
comercio y distribución urbano al menudeo para 
las necesidades diarias del público en general.

	 • Los vendedores ambulantes ayudan al 
gobierno a combatir el desempleo y la pobreza, 
es el deber del estado proteger los derechos de 
estos micro emprendedores de ganarse un medio 
de vida honesto.

	 • La Política busca asegurar que este im-
portante grupo ocupacional de la población ur-
bana obtenga el debido reconocimiento a nivel 
nacional, estatal y local por su contribución a la 
sociedad.

	 • Tiene un enfoque favorable hacia los 
vendedores ambulantes, otorgándoles dignidad y 
reconocimiento de la contribución de los vende-
dores ambulantes a la vida urbana y está diseña-
da como una importante iniciativa para aliviar la 
pobreza de esta población.

Entre los objetivos de la política de vendedores 
informales en la India podemos resaltar:

• Ofrecer a los vendedores ambulantes un esta	
tus legal mediante la formulación de una ley ade-
cuada y, por ese medio, facilitar el establecimien-
to de zonas legítimas de venta o venta puerta a 
puerta en los planes maestros o de desarrollo de 
las ciudades/los pueblos, incluyendo planes zo-
nales, locales y de trazado, y garantizar su cum-
plimiento.

	 • Proporcionar instalaciones públicas 
para el uso adecuado de espacios   identificados 

como zonas de venta o venta puerta a puerta, 
mercados o áreas de venta de acuerdo con los 
planes maestros, incluyendo planes zonales, lo-
cales y de trazado.

	 • Evitar la imposición de límites numéri-
cos en el acceso a espacios públicos, mediante 
licencias discrecionales y, en su lugar, pasar a una 
regulación del acceso nominal basada en tarifas, 
donde la ocupación previa del espacio por par-
te de los vendedores ambulantes determine la 
asignación del espacio; o la creación de un nuevo 
mercado para el sector informal donde el acceso 
al espacio sea asignado sobre una base temporal 
por turnos.

	 • Promover, donde sea necesario, las or-
ganizaciones de vendedores ambulantes (por 
ejemplo, sindicatos/cooperativas/asociaciones 
y otros tipos de organizaciones) para facilitar el 
empoderamiento colectivo.

	 • Establecer procesos participativos que 
involucren en primer lugar a la autoridad local, 
a la autoridad de planificación y a la policía; en 
segundo lugar, a las asociaciones de vendedores 
ambulantes; en tercer lugar, a las asociaciones 
vecinales de bienestar; y, en cuarto lugar, a otras 
organizaciones de la sociedad civil tales como: 
ONG, planificadores municipales, arquitectos, 
entre otros.

	 • Promover normas de disciplina cívica 
mediante la institucionalización de mecanismos 
de autogestión y autorregulación en asuntos re-
lacionados a higiene, incluyendo la eliminación 
de residuos.

	 • Promover el acceso de los vendedores 
ambulantes a servicios, tales como crédito, de-
sarrollo de habilidades, vivienda, seguridad so-
cial y desarrollo de capacidades. Para lograr tal 
promoción deben ser alentados los servicios de 
Grupos de Auto-Ayuda, Cooperativas, Federacio-
nes, Instituciones Micro-Financieras, Institutos 
de Capacitación, etcétera.

En septiembre de 1998 nació la Asociación Nacio-
nal de Vendedores Ambulantes de la India (NASVI, 
por su sigla en inglés). A partir de ese momento, 
NASVI se propuso cambiar la percepción de los 
vendedores ambulantes en todo el país. Como 
dijo Ela Bhatt, fundadora de SEWA y una de las 
arquitectas claves del movimiento nacional.

La  política nacional ha sido adoptada en siete 
de los 28 estados de la India desde 2005, el lo-
gro más significativo de la Política nacional ha 
sido el de atraer exitosamente la atención ha-
cia los vendedores ambulantes, los problemas 
que enfrentan y sus contribuciones positivas a la 
vida urbana, la Política nacional y su proceso de 
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implementación han estimulado la organización 
entre los vendedores ambulantes, en particular 
sus esfuerzos hacia la federalización y la cons-
trucción de alianzas y redes más grandes y más 
sustentables (Chen & Raveendran, 2012) .

En 2009 se aprueba la nueva política nacional 
que modifica la política de 2004, esta incluye las 
necesidades de adoptar un marco legislativo y un 
proyecto de ley modelo sobre vendedores ambu-
lantes (protección de los medios de subsistencia 
y reglamentación de las ventas ambulantes).

Durante la década de 1990, numerosas industrias 
cerraron en la India. Sin alternativas, muchos 
trabajadores despedidos y migrantes rurales se 
unieron a la economía informal como vendedo-
res ambulantes. Junto con su número, se incre-
mentaron también las humillaciones, las confis-
caciones y los desalojos de que eran objeto. Fue 
imperioso entonces formular políticas apropiadas 
y promulgar leyes para su protección social. La 
Asociación Nacional de Vendedores Ambulantes 
de la India (NASVI), hizo posible transformarse en 
una fuerza de lucha (Kumar & Singh, 2018).

  1.4.2.6. Tailandia: formas de organización del   
mercado para los trabajadores informales (Orga-
nización Internacional del Trabajo, 2013, p. 177)

Una de las claves del éxito es el diálogo entre los 
administradores y los trabajadores informales. 
Los administradores deben dar un lugar legítimo 
a los trabajadores informales, como los ilustran 
estos dos ejemplos de buenas prácticas:

En el primer caso, una persona ganó una conce-
sión del ministerio encargado de la zona, para la 
gestión de un mercado privado. El mercado está 
bien organizado y gestionado, lo cual beneficia a 
todas las partes participantes. El propietario re-
corre el mercado todos los días y está atento a 
los problemas de los trabajadores informales.

En el segundo caso, el mercado está en una ur-
banización que pertenece a una empresa privada. 
Esta última organiza y gestiona el mercado. Se 
cobra un alquiler alto y se mantienen normas de 
higiene, orden y seguridad elevadas. Al principio, 
los trabajadores informales se resistían al cambio 
de ubicación, pero gradualmente, a medida que 
aumentaron las ventas y los administradores lo-
graron persuadir a los trabajadores informales, se 
completó la reubicación y el mercado prosperó. 
Gracias a la renovación realizada por la empresa, 
el mercado ahora tiene una buena infraestructu-
ra, incluidos baños y un estacionamiento, lo cual 
ha contribuido al aumento del número de clien-
tes y, en consecuencia, de los ingresos de los tra-
bajadores informales, que ahora también están 

dispuestos a pagar alquileres más altos.

   1.4.2.7. Lima: organización y formalización 
laboral 

Los vendedores ambulantes en Lima tienen una 
historia organizativa que inició en la década de 
1970 y que les ha servido para obtener reconoci-
miento y procesos de formalización. El más im-
portante reconocimiento fue a través de la Orde-
nanza N° 002 de 1985 para Lima Metropolitana, 
vigente hasta el día de hoy, que establece el mar-
co normativo para el sector a nivel metropolitano. 
Una de las primeras organizaciones de comer-
ciantes ambulantes fue la FEDEVAL. Sus esta-
tutos fueron modificados en 2008 para también 
incluir a trabajadores de galerías, conglomerados, 
bodegas, etc. y abarcar, así, a un espectro más 
amplio de trabajadores. La FEDEVAL está afilia-
da a la Central Unitaria de Trabajadores del Perú 
(CUT) y a nivel internacional es parte de StreetNet 
International. Sin embargo, su representatividad 
se ha reducido considerablemente después de 
haber tenido una gran importancia en la década 
de 1980. En la actualidad, el sector de comer-
ciantes ambulantes o comercio en la vía públi-
ca se rige por la Ley Orgánica de Municipalidades 
27972 de 2003, la cual otorga a las municipalida-
des distritales y la municipalidad metropolitana 
la facultad de regular el uso del espacio público y 
el comercio ambulatorio.

El marco normativo vigente estipula un conjun-
to de mecanismos y procedimientos para que el 
comerciante ambulante pague tasas por el uso 
del espacio público y servicios de limpieza, pero 
reciba también protección. La presente gestión 
municipal metropolitana está llevando a cabo un 
proceso de consulta y revisión de una nueva or-
denanza para este sector. Esta propuesta contie-
ne cambios de crucial importancia: primero, es 
una ordenanza metropolitana para toda la juris-
dicción de la Provincia de Lima que regula la acti-
vidad en concordancia con la nueva Ley de Muni-
cipalidades; y segundo, establece la Autorización 
Municipal Temporal del comercio informal en los 
espacios públicos conducente a la formalización 
con vigencia anual.

   1.4.2.8. Andalucía: dignificación del trabajo, cre-
cimiento personal y empresarial de los vendedo-
res ambulantes

El comercio ambulante tiene una larga tradición y 
actualmente hace parte de la vida urbana de casi 
todas las ciudades y pueblos de Andalucía. Este 
comercio ambulante es un sector de relevancia 
económica y social y en las últimas décadas ha 
ido tomando importancia esta actividad, por su 
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capacidad para la creación de empleo, rentas 
para muchas familias y para dinamizar la econo-
mía local.

Andalucía ha diseñado un manual de buenas 
prácticas para el comercio ambulante bajo la fi-
losofía de que el mismo dignifica el trabajo, el 
vendedor es ante todo un empresario o empresa-
ria y por lo tanto todo gira en torno al crecimiento 
personal y empresarial del negocio (Consejo An-
daluz de Cámaras de Comercio, 2018).

Así mismo ha venido cosechando buenas prácti-
cas del comercio ambulante en mercados como:

 • Mercado Ambulante Huerta Macenas de Lebrija.

 • Mercado Ambulante de Úbeda.

 • Mercados Ambulantes Guadalhorce Ecológico.

 • Mercados Ambulantes de Mahón (Menorca).

 • Mercados Ambulantes de Sabadell.

 • Mercado Ambulante y Rastro de Zaragoza.

 • Mercado de Artesanía de Châtelaillon-Plage 
(Francia).

 • Mercados de Abasto de Santa Caterina y Sant 
Roc.

Estos mercados de venta ambulante han sido re-
conocidos por buenas prácticas en:

	 - Se han facilitado los accesos a perso-
nas con movilidad reducida al eliminar barreras 
arquitectónicas, los aparcamientos han sido am-
pliados y se han colocado pérgolas para mejorar 
el confort en la zona, al poder resguardar a los 
visitantes del frío y el calor. También se han ins-
talado aseos públicos, probadores y fuentes con 
agua potable. Además, se han tomado medidas 
de ahorro energético y protección ambiental. Se 
ha posibilitado el acceso a la zona en transpor-
te urbano estableciendo conexiones desde todos 
los barrios del municipio.

	 - Han establecido una imagen corporati-
va común que ayuda a promocionar sus produc-
tos. Se considera una buena práctica que quie-
nes ejercen el comercio ambulante en un mismo 
mercado se doten de normas de funcionamiento 
en el que ellos mismos se comprometan a cum-
plir normas de interés para todo el colectivo, en 
materia de limpieza del entorno y de los puestos 
o seguridad, por ejemplo.

	 - Buenas prácticas que desarrollan en re-
lación con la imagen, a la limpieza y a la atención 
al cliente.

	 - Diseño de un reglamento incorporando 

preceptos para la venta ambulante en Cataluña.

	 - Instalación de papeleras en el sitio, de-
sarrollo de campañas que buscan incentivar las 
buenas prácticas, al igual que un plan para reduc-
ción de residuos sólidos.

	 - Ofrecen el servicio de entrega de pedi-
dos a domicilio y encargo de pedidos por internet 
y teléfono.

   1.4.2.9. Indonesia: empoderar el sector informal. 
Gestión de los vendedores ambulantes

Surakarta, también llamada Solo o Sala, es una 
ciudad de la provincia indonesa de Java Central, 
que tiene más de 500.000 habitantes. El número 
cada vez mayor de vendedores en las calles, gen-
te que lucha por obtener ingresos diarios en una 
economía debilitada debido a la crisis financie-
ra de Indonesia de 1998, provocó que llegaran un 
gran número de quejas al despacho del alcalde de 
la ciudad. Estas preguntaban por la existencia de 
vendedores en las calles sin regulación aparen-
temente que tendían a ocupar el espacio público 
de manera indiscriminada, con las consecuentes 
dificultades para el tráfico, la degradación de la 
calidad paisajística de la ciudad y la contamina-
ción del entorno, así como por las medidas que 
llevaría/podría llevar a cabo la ciudad para paliar 
el problema del gran número de vendedores en 
las calles y la naturaleza de las actividades de 
estos. 

A través de un programa de empoderamiento y 
reestructuración, Surakarta consiguió solventar el 
asunto de los vendedores en las calles ilegales 
y todos los efectos que este tema tan delicado 
tenía para el espacio público, como residuos, pro-
blemas de tráfico y malas condiciones. La reu-
bicación y la reorganización de los vendedores 
callejeros de Surakarta se han llevado a cabo te-
niendo muy en cuenta la cultura local y utilizando 
métodos humanos. El alcalde los convenció de 
que estos esfuerzos mejorarían su situación y de 
que no terminarían con sus negocios. 

La Administración de Solo aportó cuatro líneas 
principales de acción para los vendedores calle-
jeros: mejora de la comunicación entre las partes 
interesadas, creación de un lugar dedicado a los 
vendedores callejeros para reubicarlos, provisión 
de tendales, carros al estilo tradicional de Java 
o cobijos adaptados (el nuevo lugar para la reu-
bicación se eligió tras varias reuniones entre el 
gobierno, ONG y representantes de vendedores en 
las calles), concesión de estatus legal a los ne-
gocios de los vendedores callejeros y formación 
para los vendedores callejeros sobre la manera de 
gestionar y ampliar sus negocios.
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  1.4.2.10. Nueva York: permisos para el uso co-
mercial de espacios públicos

La administración de la ciudad de Nueva York ha 
buscado resolver el problema de invasión del es-
pacio público con la siguiente estrategia:

	 • La identificación de cada vendedor para 
generar canales de comunicación y de informa-
ción entre el ente regulador y la población regu-
lada a fin de tener un control en el cobro por ex-
plotación comercial del área de uso público.

	 • La designación de áreas urbanas públi-
cas para autorizar el ejercicio de actividad comer-
cial administrada por la Administración pública 
local.

	 • Cada instancia de la administración ex-
pide los respectivos permisos para ejercer su ac-
tividad sin asignar espacios específicos por ven-
dedor.

	 • Los permisos de uso comercial de espa-
cios públicos se articulan con la licencia de venta 
que debe ser obtenida por el vendedor informal.

   1.4.2.11. Otros ejemplos de proyectos internacio-
nales (Kusakabe, 2006)

A continuación, se mencionan algunos ejemplos 
exitosos de proyectos respaldados por la Organi-
zación Mundial de Ciudades y Gobiernos Locales 
Unidos - CGLU, en los que se combinan el apro-
vechamiento del espacio público y el apoyo a los 
vendedores informales:

		  1.4.2.11.1. Proyecto de Ciudades y 
Gobiernos Locales Unidos – CGLU (Organización 
Mundial de Ciudades y Gobiernos Locales CGLU, 
2016, p. 19)

Este proyecto se creó en 2013 y hoy es un punto 
de encuentro para artistas y empresarios de la 
clase creativa. Es el resultado de la colaboración 
con ONG apoyadas por los gobiernos locales. Se 
organizan regularmente varias actividades, como 
la iniciativa de piano reciclado en asociación con 
el proyecto “Piano Livre”, donde se instalaron 10 
pianos. En este proyecto la creatividad no se limi-
ta a las galerías de arte privadas, ya que los veci-
nos organizan eventos para que las artes salgan a 
la calle, a las plazas y a las fachadas. 

		  1.4.2.11.2. Mercados públicos y sis-
temas de alimentación basados en la comunidad  
(The W.K. Kellogg Foundation, 2003)

En colaboración con las Fundaciones Ford y W.K 
Kellogg, el Proyecto para el Espacio Público inició 
en 2002 un programa de financiación nacional en 

torno a mercados públicos y agricultores en co-
munidades de ingresos bajos y moderados. Cua-
renta mercados en 22 estados recibieron fondos y 
sus esfuerzos mostraron que, a través de peque-
ñas cantidades de fondos, los mercados podrían 
impulsar la sostenibilidad de los proveedores y 
la administración, lo que resultaría en mayores 
ventas en el mercado y mayores ingresos operati-
vos del mercado. Todos apoyan la idea de que los 
mercados públicos diversifican su base de pro-
veedores y clientes, apoyan proyectos de desarro-
llo juvenil, brindan un mayor acceso a alimentos 
saludables y sirven como lugares de transforma-
ción para que sus comunidades se reúnan.

	 1.4.2.11.3. Chefchaouen: El souk(UCLG, 2014)

La ciudad de Chefchaouen en Marruecos, se cen-
tra en las interacciones entre las zonas rurales y 
urbanas como componentes de un territorio in-
tegrado. El “souk” de Chefchaouen es un punto 
de fusión de los vínculos urbano-rurales desde 
un punto de vista económico, social y espacial. 
Los productos del mercado provienen de áreas 
rurales cercanas a la ciudad (pequeños produc-
tores, especialmente mujeres) y áreas rurales en 
otras regiones (mayoristas). Este mercado está 
cerca del centro histórico, llamado “Medina” y es 
el lugar para actividades a pequeña escala que 
generan dinámica social y económica y fortalecen 
la cohesión social.

   1.4.2.12. Los Trabajadores Informales Frente Al    	
   COVID-19

	  1.4.2.12.1. Vulnerabilidad De Los Trabaja-
dores Informales Ante El COVID-19.

En encuesta realizada el 15 de mayo de 2020 por 
el organismo Innovations for Poverty Action (IPA) 
en colaboración técnica con el DNP, acerca de 
las repercusiones que ha tenido el confinamiento 
como consecuencia de la pandemia del COVID-19 
en Colombia, sobre diversos sectores, incluido el 
de los vendedores informales, se obtuvieron en-
tre otros, los siguientes resultados:

Frente a la protección social y la resiliencia finan-
ciera, se halló que: Más de la mitad indican no 
poder acceder a $1.000.000 para pagar una emer-
gencia, las mujeres y trabajadores informales son 
menos probables de poder acceder a estos fon-
dos de emergencia, el 68% de los encuestados 
dicen que han tenido que agotar sus ahorros, pe-
dir dinero que no pueden devolver o abstenerse 
del pago de una deuda requerida para pagar los 
gastos necesarios desde febrero del 2020; más 
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15. https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/WCMS_740877/lang--it/index.html
16. Menos de dos tercios de todos los países cuentan con un plan de seguridad y/o asistencia social que proporcione prestaciones por enfermedad. 
https://www.social-protection.org/gimi/WSPDB.action?id=40

de un tercio de los encuestados dicen que han 
tenido que limitar el tamaño de las porciones en 
las comidas más de tres veces en la última sema-
na y alrededor del 40% de los encuestados dicen 
que redujeron su número de comidas en la última 
semana (1 de mayo hasta el 7 de mayo), los hoga-
res con niños y niñas en edad escolar tienen más 
probabilidad que otros de reportar que han tenido 
que reducir el tamaño de sus porciones y el nú-
mero de comidas en la última semana, el 30% de 
los encuestados han recibido nuevas transferen-
cias del gobierno en los últimos 30 días (8 de abril 
hasta el 7 de mayo).

Frente a la actividad económica y el empleo se 
encontró que el 49% de los hogares que reportan 
haber trabajado en febrero aún están trabajando 
(1 de mayo hasta el 7 de mayo), los hombres tie-
nen más probabilidad que las mujeres de trabajar 
una o más horas en febrero y en la última semana 
(1 de mayo hasta el 7 de mayo), mientras que el 
49% de los trabajadores con contratos formales 
reportan haber trabajado en los últimos 7 días, 
sólo el 26% de los informales reportan lo mismo. 
De los hogares que aún están trabajando, 20% 
ganó menos y 15% trabajo menos horas en la últi-
ma semana (1 de mayo hasta el 7 de mayo), el 44% 
de los lugares de trabajo de los encuestados es-
tán actualmente abiertos, el 49% de los hogares 
que trabajan en agricultura tuvieron que modifi-
car su trabajo debido a las restricciones relacio-
nadas con COVID 19, enfrentando principalmente 
desafíos de transporte y venta de la cosecha.

	 1.4.2.12.2. La propuesta de la ONU para 
proteger los trabajadores vulnerables de la eco-
nomía informal.

La aparición del COVID-19 en el mundo, ha ge-
nerado que la economía mundial caiga en una 
recesión sin precedentes. La ONU a través de 
su informe marco “para la respuesta socioeco-
nómica inmediata ante el COVID-19”, entrega una 
propuesta global para la recuperación de la eco-
nomía y el empleo, especialmente para aquellos 
sectores como el informal, que ante una situación 
de crisis como la se enfrenta, se ve afectada en 
mayor proporción (Organización de las Naciones 
Unidas ONU, 2020, pp. 20-21).

La crisis podría provocar una reducción de 195 
millones de trabajadores a tiempo completo, tan 
solo en el segundo trimestre de 202015. Por consi-
guiente, esta pandemia es también una crisis de 
empleo y de subsistencia que amenaza en mayor 
proporción a los trabajadores informales.

La mayoría de los trabajadores vulnerables se en-
cuentran en la economía informal que constitu-
ye el 60 % de la mano de obra mundial, quienes 
carecen de acceso a la protección social o tie-
nen un acceso limitado a ella, y tampoco tienen 
la seguridad económica necesaria para hacer uso 
de permisos por enfermedad, recibir tratamiento 
si es necesario o hacer frente a un confinamien-
to16. En ese sentido, la Organización de Naciones 
Unidas (ONU) pone al servicio de los países del 
Sistema de Naciones Unidas para el Desarrollo, 
asesoramiento para la aplicación de políticas in-
tegradas, en busca de proteger a los trabajadores 
informales vulnerables, a través de (Organización 
de las Naciones Unidas ONU, 2020, p. 26) transfe-
rencias monetarias y en especie a los trabajado-
res de la economía informal y a los trabajadores 
autónomos, incluidos los empleados domésticos 
y los trabajadores ocasionales, basándose en los 
sistemas de protección social existentes cuando 
sea posible, garantía de la prestación de servicios 
de atención sanitaria e información a los grupos 
que no están debidamente integrados en los ser-
vicios establecidos, incluidos los trabajadores mi-
grantes y los refugiados.

Adicionalmente, propone seguridad social para 
grupos vulnerables, acceso a servicios de aten-
ción a los trabajadores que deban seguir traba-
jando durante el período de confinamiento, apo-
yo a los trabajadores informales jóvenes que se 
encuentren en una situación difícil, incluidas las 
medidas para garantizar la continuidad del apren-
dizaje, prevención de la discriminación, la exclu-
sión y la violencia en el sector informal, cuando se 
acentúan las vulnerabilidades, inclusión de esos 
grupos destinatarios a los planes de protección 
social, de modo que puedan mitigarse la inte-
rrupción de los ingresos y el aumento de la carga 
que supone el cuidado de los niños y las niñas. 

A partir del ejercicio realizado en este apartado 
de análisis internacional se pueden realizar al-
gunas conclusiones y reflexiones relevantes que 
permiten una orientación adecuada del presente 
documento de política pública. Se pueden incluir 
entonces los aprendizajes internacionales, de tal 
forma que estos que permitan mejorar la situación 
y condiciones de vida de los vendedores informa-
les. Es importante tener en cuenta los siguien-
tes factores para la política: La transición hacia 
la formalidad en las estrategias empleo y trabajo; 
la revisión del desempeño macroeconómico; los 
sistemas de exención y simplificación tributaria 
para micro y pequeñas empresas; los programas 
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de acceso al sistema educativo, fortalecimiento 
a la inspección de trabajo; el fortalecimiento de 
las organizaciones sociales y sindicales quienes 
son fundamentales para el diálogo, negociación 
y promoción de beneficios para sus asociados o 
afiliados; y el cambio de prohibición a reglamen-
tación y generación de diálogo en zonas de ventas 
autorizadas y de interacción urbana-rural.

De igual forma es necesario tener presente la 
realidad sanitaria que atraviesa el mundo en res-
pecto a los efectos que ha traído el COVID-19 en 
múltiples ámbitos de la vida económica y social. 
Esto tiene efectos directos en el nivel nacional 
y en el nivel territorial, por lo tanto, es necesa-
rio integrar estrategias transitorias que permitan, 
en este momento coyuntural mitigar los efectos 
causados por la pandemia en los vendedores in-
formales.

	 1.4.2.12.3. Estrategia de respuesta inicial 
ante los efectos de la pandemia del COVID-19 so-
bre salud pública, los hogares, el aparato produc-
tivo y las finanzas públicas.

En Colombia para la mitigación y estrategia de 
respuesta a las situaciones causadas por la pan-
demia del Covid-19, el Gobierno Nacional, decla-
ró el Estado de Emergencia Social, Económica y 
Ecológica, con lo cual se expidieron varios decre-
tos que benefician a la población en general, los 
cuales se incluyen en el anexo al presente do-
cumento. Igualmente, mediante el Conpes 3999 
del 5 de agosto de 2020 se incluyeron estrate-
gias de salud pública, protección del riesgo de 
los hogares y mitigación de impactos sobre los 
servicios que utilizan, protección de los ingresos 
de los hogares, de mitigación de impactos sobre 
el aparato productivo, de reactivación económica 
de fortalecimiento de las finanzas públicas de las 
entidades territoriales y estrategia de vacunación 
COVID-19.
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Enfoques
de la política 
pública de 
vendedores 
informales

2.
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En el marco de la presente Polí-
tica Pública para los vendedores 
informales los enfoques que a 
continuación se presentan pre-
tenden dirigir la atención hacia 
la mejor comprensión de rea-
lidades, situaciones y necesi-
dades específicas relacionadas 
con este importante sector de 
la sociedad con miras a propor-
cionar soluciones pertinentes 
por parte del estado, la socie-
dad civil y todos aquellos ac-
tores involucrados en su cons-
trucción.

Teniendo en cuenta la visión que 
plantea la Ley 1988/2020 en su 
artículo 1, se incluyen a conti-
nuación los siguientes de enfo-
ques: el de Derechos Humanos; 
el enfoque Poblacional - Dife-
rencial; el de Ciclo Vital, y; el en-
foque Territorial. Lo anterior por 
considerar que en el caso de los 
vendedores informales son los 
que más importancia revisten 
sin detrimento de otras miradas 
que puedan desarrollarse en el 
curso de la implementación del 
ciclo de la política pública.  

Entonces, lo planteado hasta el 
momento se ve reforzado por 
elementos jurisprudenciales ta-
les como la Sentencia T-067 de 
2017 en la cual se plantea con 
claridad como la población ven-
dedora informal está integrada 
también por personas que dada 
su condición de vulnerabilidad 
son consideradas sujeto de 
protección especial: las perso-
nas mayores, las personas con 
discapacidad física o cognitiva, 
las mujeres, la población en si-
tuación de desplazamiento in-
terno, las minorías étnicas, las 
madres cabeza de familia y los 
menores de 18 años de edad. 
Desde este punto de vista se 
entiende que la política pública 
aplica para todas las personas 
que hacen parte de la población 
de vendedores informales sin 
exclusión alguna, y los enfoques 
deben ser tenidos en cuenta en 
el desarrollo de las distintas es-
trategias y líneas de acción para 
colocar el énfasis en determina-
dos sectores de esta población 
que vienen siendo objeto de al-
gún tipo de exclusión o discri-

minación a fin de mitigar o re-
ducir la misma.

Como se plantea en la Guía para 
la formulación e implementa-
ción de políticas públicas del 
Distrito Capital: “El abordaje 
de los enfoques es una opor-
tunidad para el fortalecimiento 
de la gestión pública, en la que 
se amplían los grados de flexi-
bilidad y niveles de apertura y 
adaptación a cambios y nuevas 
realidades”17. Y también, “Las 
diferentes miradas se comple-
mentan y se integran para po-
sibilitar acciones y análisis más 
completos sobre las situaciones 
sociales. Estas miradas se arti-
culan conjuntamente sin que 
haya lugar a una jerarquización 
o contraposición entre ellas.”

Los enfoques aquí incluidos, 
se integran y complementan 
mutuamente en el ciclo de la 
política pública de vendedores 
informales desde la mirada sis-
témica y deben ser tenidos en 
cuenta en el desarrollo de cada 
una de sus fases o etapas.

Figura 3. Enfoques en el ciclo de la política pública.

Nota: Elaboración propia.
17. Tomado de: http://www.sdp.gov.co/gestion-socioeconomica/politicas-sectoriales/guia-de-politica-publica
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Derechos Humanos 2.1. 

La política pública para los 
vendedores informales es una 
herramienta para el desarro-
llo de soluciones a la situación 
de precariedad de este sector 
y apunta a ampliar las capaci-
dades y oportunidades de las 
personas hacia condiciones de 
igualdad y equidad. Para ello, 
desde la perspectiva de los de-
rechos humanos se debe tener 
en cuenta las diversas formas 
de pensar, actuar y relacionarse 
entre quienes conforman este 
sector y de ellos con los demás 
habitantes del entorno sociode-
mográfico. Este enfoque supone 
un tratamiento igualitario para 
todos los integrantes del sector, 
en el sentido que nadie debe 
tener menores oportunidades 
que los demás. De esta manera, 
la aplicación del enfoque debe 
cumplir con los siguientes pre-
ceptos:

Igualdad: Fundamento de los 
derechos humanos que nos 
permite reflexionar desde las 
dimensiones, del “igual valor 
humano, la no discriminación, 
la admisión de la diversidad y la 
autonomía de la libertad”18.

 Así como a partir de la univer-
salidad e inalienabilidad; invi-
sibilidad; interdependencia y la 
interrelación; en el marco de la 
rendición de cuentas y el estado 
de derechos (ONU, 2003).

Equidad: Busca identificar las 
formas de exclusión y discri-
minación que han sufrido algu-
nas personas o grupos pobla-
cionales con el fin de generar 
acciones que permitan superar 
las barreras de acceso a la ga-
rantía de derechos y posibiliten 
el goce efectivo de los mismos 
en igualdad de condiciones que 
el resto de la población. Es así 

como en las políticas públicas 
es necesario actuar desde la 
equidad para lograr la igualdad 
en garantía de derechos de to-
das las personas.

Garantía de derechos: La políti-
ca pública permite que las per-
sonas sean vistas y tratadas en 
su dimensión ciudadana, y por 
lo tanto puedan exigir de forma 
individual y colectiva, la garan-
tía, el ejercicio y el cumplimien-
to de esos derechos.

En este sentido, se toma como 
criterio común para entender el 
enfoque de derechos humanos 
las directrices de programación 
plasmadas en la declaración 
“Hacia un entendimiento común 
de las Naciones Unidas sobre 
un enfoque basado en los de-
rechos humanos para la coope-
ración para el desarrollo” (ONU, 
2003). Teniendo en cuenta esta 
guía el desarrollo de la política 
pública para vendedores infor-
males debe contemplar:

	 • Evaluación y análisis: 
con el fin de identificar las de-
mandas de derechos humanos 
de los vendedores informales 
y las correspondientes obliga-
ciones de derechos humanos 
de los titulares de deberes, y 
las causas estructurales de la 
no-realización de los derechos.

	 • Los programas deben 
evaluar la capacidad de los ven-
dedores informales para recla-
mar sus derechos, y de los ti-
tulares de deberes para cumplir 
con sus obligaciones.

En este sentido, la política pú-
blica apunta a que:

18. T García Prince, E. (2008). Políticas de Igualdad, Equidad y Gender Mainstreaming
¿De qué estamos hablando?: marco conceptual. El Salvador: Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo.

• Los vendedores informales 
sean reconocidos como su-
jetos de derechos y protago-
nistas de su propio desarro-
llo. No como sujetos pasivos 
dedicados a la actividad co-
mercial.

• El derecho a la participa-
ción activa debe ser un ob-
jetivo de los vendedores in-
formales y el estado debe 
velar por facilitar el cumpli-
miento de este derecho.

• Tanto los resultados como 
los procesos son monitorea-
dos y evaluados.

• Los diversos instrumentos 
de análisis que se diseñen 
para atenderlos deben in-
cluir a todas las personas y 
grupos que manifiesten su 
interés.

• Las estrategias y líneas de 
acción de la política públi-
ca deben apuntar a reducir 
la disparidad frente a otros 
sectores sociales.

• Los planes, programas y 
proyectos que se diseñen 
deben estar centrados en 
las personas y buscar el fa-
vorecimiento de aquellos 
grupos excluidos y margina-
dos.

• Los programas que se de-
sarrollen deben ser objeto 
de la rendición pública de 
cuentas.
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Poblacional - diferencial2.2. 

Bajo este enfoque se busca la 
identificación y caracterización 
de las particularidades y espe-
cificidades existentes dentro del 
sector de los vendedores infor-
males con miras a que las dis-
tintas estrategias y líneas de ac-
ción que se diseñen coadyuven a 
la superación de situaciones de 
exclusión y discriminación. Esta 
identificación debe hacerse tan-
to en el ámbito individual como 
colectivo para avanzar hacia un 
perfil de tipo social y cultural en 
el sector y también para enten-
der las interseccionalidades que 
pueden existir y que deben ser 
tenidas en cuenta en el conjun-
to de la política pública. El ob-
jetivo de este enfoque es lograr 
que todas las personas tengan 
el goce efectivo de derechos y 
que el estado llegue a ellos con 
diversas formas de acción y de 
atención.

Con base en la recolección y 
análisis de información prove-
niente de fuentes primarias y 
secundarias realizada durante el 
proceso de formulación se han 
identificado para este enfoque 
tres tipos de poblaciones den-
tro del sector de los vendedores 
informales hacia las cuales debe 
dirigirse la política pública con 
estrategias y acciones, ellas son:

2.2.1. Género

La implementación de la política 
pública para los vendedores infor-
males, con base en el enfoque de 
género (Bareiro, 2016), desarrollará 
en sus diferentes estrategias y lí-
neas de acción los siguientes ob-
jetivos:

• La equidad o igualdad de oportu-
nidades: Su objetivo es reducir la 
desigualdad entre mujeres y hom-
bres, en el ámbito público y en el 
ámbito privado. Para esto parte de 
las acciones propuestas se enca-
minan hacia la autonomía política 
y económica de las mujeres.

• Políticas antipobreza: Se diri-
gen a mujeres pobres para satis-
facer sus necesidades básicas y 
promover su rol productivo.

• Empoderamiento: Se encami-
nan a promover e incrementar 
el desarrollo de capacidades de 
las mujeres para su participa-
ción en el ámbito público.

• Transversalidad de género: Se 
trata del proceso por medio del 
cual se valoran los impactos del 
actuar del Estado (políticas pú-
blicas, legislación, normatividad, 
planes, programas, proyectos, 
etc.), en cualquier área y todos 
sus niveles, para mujeres y hom-
bres, teniendo en cuenta sus di-
ferentes interseccionalidades o 
posiciones (orientación sexual, 
etnia, edad, clase, proceden-
cia urbana o rural, etc.). Con el 
fin de que tanto mujeres como 
hombres se beneficien de forma 
igualitaria. El objetivo es el logro 
de la igualdad de género.

2.2.2. Discapacidad

Según la Ley Estatutaria 1618 de 
2013, las personas con discapa-
cidad son aquellas que tienen 
deficiencias físicas, mentales, 
intelectuales o sensoriales a 
mediano y largo plazo que, al 
interactuar con diversas barre-
ras incluyendo actitudinales, 
puedan impedir su participación 
plena y efectiva en la sociedad, 
en igualdad de condiciones con 
las demás. Se busca garantizar 
y asegurar el “ejercicio efectivo 
de los derechos de las perso-
nas con discapacidad, mediante 
la adopción de medidas de in-
clusión, acción afirmativa y de 
ajustes razonables y eliminando 
toda la forma de discriminación 
por razón de discapacidad, en 
concordancia con la Ley 1346 de 
2009”.

En función de lo anterior, la 
política pública de vendedores 
informales desarrollará como 

parte de sus líneas de acción es-
trategias hacia la población con 
discapacidad que faciliten su 
derecho de hacer parte de esta 
política pública sin ser objeto de 
ningún tipo de discriminación ni 
exclusión. Todas las estrategias 
de esta política deberán aplicar 
los principios que aseguren la 
no discriminación por motivos 
de discapacidad, el respeto de 
la dignidad inherente, la autono-
mía individual, la participación e 
inclusión. De manera transver-
sal a la política pública se debe 
tener en cuenta la accesibilidad 
universal, las estrategias de co-
municación inclusiva y la gene-
ración de entornos accesibles 
para todas las personas.

2.2.3. Condiciones especiales de 
protección

Teniendo en cuenta la necesi-
dad de avanzar en compromi-
sos nacionales e internacionales 
respecto a la protección de gru-
pos poblacionales específicos, el 
desarrollo de la política públi-
ca para vendedores informales 
adopta para su implementación 
un enfoque a través del cual, 
en el ámbito de lo local permita 
identificar dichos grupos y frente 
a ellos, se adapten las líneas de 
acción de acuerdo con las par-
ticulares necesidades de dichas 
poblaciones; entre ellas, vícti-
mas del conflicto armado, mino-
rías étnicas, población en situa-
ción de desplazamiento, etc.

         2.3.    Momento 
del curso de vida
Este enfoque hace referencia a 
las diferencias que puede de-
mandar la implementación de 
la política pública según la eta-
pa de desarrollo en la cual se 
encuentra la persona, desde la 
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perspectiva del Ciclo Vital. Los 
ciclos vitales se definen, en tér-
minos generales, como: Prime-
ra infancia (desde la gestación 
hasta los 6 años); Niñez (desde 
los 6 años hasta los 12); Ado-
lescencia (desde los 12 hasta a 
18 años); Juventud (desde los 
19 años hasta los 25); Adultez 
(desde los 26 años hasta los 
65); Vejez (desde los 65 años en 
adelante). En este sentido y, se-
gún la información de contexto 
analizada, se debe hacer énfasis 
particular en:

2.3.1. Infancia y adolescencia.

Teniendo en cuenta que dentro 
del sector de vendedores infor-
males existe una situación fre-
cuente en la cual es común ver 
a padres y madres acompaña-
dos de sus hijas e hijos meno-
res, los cuales terminan siendo 
instrumentalizados en la acti-
vidad comercial ejerciéndola de 
manera directa o en labores de 
apoyo a la misma, la política pú-
blica se planteará como parte 
de sus estrategias incidir en for-
ma determinante para que es-
tos infantes sean objeto de ac-
ciones tendientes a reubicarlos 
en los espacios educativos que 
les correspondan o a su núcleo 
de protección familiar  y a ve-
lar porque tengan una garantía 
completa de sus derechos. Es 
necesario articular todas las ac-
ciones por parte del Estado, el 
sector privado y la ciudadanía en 
general para lograr que los ni-
ños, niñas y adolescentes hijas 
e hijos de los vendedores infor-
males cuenten con acceso a to-
dos aquellos planes, programas 
y proyectos que les garanticen 
a los más pequeños el cuidado 
y protección necesarios en es-
pacios adecuados a cargo de 
personas idóneas para ello, a los 
infantes en edad escolar debe 
velarse por su permanencia en 
las aulas en condiciones de gra-
tuidad y deben implementarse 
acciones para reducir el trabajo 
infantil a todo nivel.

2.3.2. Juventud.

Teniendo en cuenta que dentro 
del sector de vendedores infor-
males existe un importante nú-
mero de jóvenes en el ejercicio 
directo de la actividad, la polí-
tica pública formulará acciones 
concretas que permitan el forta-
lecimiento de capacidades para 
que esta población encuentre, 
según sus vocaciones, otras ru-
tas de generación de ingresos.

2.3.3. Adulto mayor.

La política pública buscará ana-
lizar su situación dentro del 
sector de los vendedores infor-
males y específicamente que 
características reviste desde el 
punto de vista biológico, sico-
lógico, emocional y social para 
determinar posibles situaciones 
de exclusión o discriminación 
existentes. Lo que se persigue 
en este caso es formular accio-
nes que llevan al pleno ejercicio 
de sus derechos atendiendo las 
capacidades y potencialidades 
propias de su edad.

2.4.  Territorial
Con base en este enfoque se 
hace el análisis de los diversos 
componentes de índole terri-
torial que aplican diferencia-
damente a una determinada 
población: “Una construcción 
cultural donde tienen lugar las 
prácticas sociales con intereses 
distintos, con percepciones, va-
loraciones y actitudes territoria-
les diferentes, que generan rela-
ciones de complementación, de 
reciprocidad, pero también de 
confrontación. Dicha construc-
ción es susceptible de cambios 
según la época y las dinámicas 
sociales (Capel, 2016).

La problemática de los vende-
dores informales en Colombia 
definida por la Ley 1988 de 2019 
ocurre en un territorio especí-

fico de las ciudades, el espacio 
público, el cual tiene unas ca-
racterísticas propias definidas 
por su contexto político, econó-
mico y social; y también por los 
usos definidos para el mismo 
en el marco de la normatividad 
urbanística. En este sentido, la 
política pública se implementa 
para lograr intervenciones perti-
nentes y efectivas que impacten 
positivamente el espacio públi-
co, disminuyendo su conflictivi-
dad y armonizando los derechos 
de todas aquellas personas que 
consuetudinariamente hacen 
uso de este. Bajo este concep-
to y teniendo en cuenta la Ley 
1988 de 2019, la política públi-
ca se aplica en un territorio de-
terminado que es el del espacio 
público de aquellos territorios 
en los cuales tiene presencia el 
fenómeno de las ventas infor-
males y no aplica para aquellos 
sitios en los cuales pueden de-
sarrollarse fenómenos similares, 
pero en ámbitos privados con 
bajos niveles de conflictividad. 
Esta política, en consecuencia, 
tiene un componente jurisdic-
cional, limitado desde lo físico 
y lo espacial, donde la adminis-
tración pública tiene autoridad y 
soberanía para gobernar y para 
realizar su gestión, acorde con 
las normas jurídicas vigentes.

Desde esta perspectiva, la polí-
tica pública se orienta al desa-
rrollo de estrategias y líneas de 
acción que persiguen el logro 
de la equidad territorial enten-
dida como el desarrollo de un 
espació publico articulador y de 
oportunidades, que garantice 
el goce del espacio público por 
parte de la ciudadanía en gene-
ral y el adecuado uso y aprove-
chamiento comercial por parte 
de los vendedores informales.
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3.Metodología 
para la 
formulación 
de la Política 
Pública
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La política pública de Vendedores Informales, se 
formula en cumplimiento a lo dispuesto por la 
Ley 1988 de 2019, que tiene por objeto garanti-
zar los derechos a la dignidad humana, el mínimo 
vital, al trabajo y a la convivencia en el espacio 
público. 

En aras a dar cumplimiento a dicho mandato, en 
el año 2020, el Ministerio del Trabajo expide la 

resolución 1213, que precisa la reglamentación de 
los plazos y la metodología para la elaboración 
de la política pública; especificando que en dicho 
proceso se abordarían cinco fases: i) alistamiento 
institucional, ii) elaboración de la agenda pública, 
iii) formulación y reglamentación, iv) implemen-
tación y v) seguimiento y evaluación, conforme se 
observa en la siguiente imagen: 

Figura 4. Fases del ciclo de política pública.

La Fase 1 corresponde al alistamiento institucio-
nal, la cual comprende la articulación entre las 
entidades definidas en la ley 1988 del 2019 como 
responsables de la elaboración, formulación e 
implementación, así como del seguimiento téc-
nico a la elaboración, formulación y ejecución de 
la política pública. 

Como parte de la primera fase del ciclo de la po-
lítica pública, se esquematiza el sistema de ac-
tores involucrados en las diferentes etapas del 
proceso, y de acuerdo con su competencia legal 
y/o constitucional, se hace una clasificación por 
incidencia e interés, lo cual permite identificar su 
aporte bien sea en una o varias fases del proceso. 

Como herramienta principal para la identificación 
de los actores participantes, se aplica la técnica 
de Mapa de actores dispuesta por el Ministerio 
del Interior en su instrumento llamado Tabla de 
actores involucrados, articulado con los linea-
mientos para las buenas prácticas en la identi-
ficación de actores establecidos por el Project 
Management Institute en su PMBOK (Project Ma-
nagment Body of Knowledge); delimitando los si-
guientes elementos para su abordaje: 

Nota: Tomado de la resolución 1213 del 2020 del Ministerio de Trabajo.
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Figura 5. Elementos de la Matriz de Mapa de Actores.

Nota: Elaboración propia, basada en la matriz de Mapa de Actores.

Nota: Creación Propia, basada en la Matriz de Mapa de Actores.

Esquemáticamente los actores identificados se agrupan en 6 categorías, según se presenta a continuación: 

Figura 6. Mapa general de actores.


